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Procesal / Parte >Abogado> Honorarios - Regulación - Arl. 32, Ley 6767 de Santa Fe (lexto egún Ley 
12851 ) - Unidad Jus - Deuda <le valor - Prohibición de indexar y actualizar - Intere. e 
El an. 32, Ley 6767 de Santa Fe, texto según Ley 1285 1, en cuanto instituye la unidad de honorario 
profesional del abogado o procurador denominada "jus" y pr\!vé que el pago será definicivo y cancclatorio 
únicamente si se abona la cantidad de pesos o moneda de cu1so legal que re!)ultc equi\alente a la cantidad de 
unidades jus contenidas en el au10 regulmorio. según su valo-- "igeme al "momento del pago", debe 
interpretarse en el sentido de que, la conversión de la deuda de dinero se produce al momento de quedar firme 
la regulación de honorarios, oportunidad en que queda fijado definic ivamente su importe, no pudiendo 
actualizarse el valor de jus a otro momento; ello, sin perjuicio de los interese moratones que correspondan 
adicionar e. La solución de considerar momento de "pago" a la firmeza de la regulación de los honorarios, se 
justifica porque a partir de ese momento el profesional acreedor está en condiciones de iniciar la ejecución de 
los mismo a travé. de la demanda de apremio (art. 507, CPCC de Santa Fe) o trámite inyuccional (art. 260. 
CPCC de Santa Fe), por lo que va a depender de la propia co::1ducta del profesional acreedor de poner en 
funcionamiento lo mccani mos jurídico para percibir sus h )norarios con el valor de l.i un idad jus vigente a 
la fecha de firmeza del auto que los reguló. Si se interpretara esta norma en el sentido de que la deuda por 
honorarios se seguiría modificando por aplicación de la unid::id jus hasta el momento del pago efectivo -a 
partir del cual recién e convertiría en deuda de dinero-. tal exégesis re ultaría tan amplia que Lenninaría 
constituyéndose en los hechos una manera de actualizar los honorarios que no superaría el test de 
razonabil idad y constitucionalidad frente a la Ley 23928. De modo que, en autos, en tanto la resolución 
impugnada admitió la apelación incoada contra el decreto qu\! ordenó que se practique nueva liquidación 
manteniendo el monto del jus establecido en la regulación de honorario . lo revocó. aprobó la planilla de 
liquidación de honorarios cuantificados ~egún el valor de la unidad jus vigente al momento en que quedó 
firme la regulación y fijó los intereses que debían computarse desde la mora, no resulta dcscalificable desde el 
punto de vista constitucional, corresponde rechazar el recurso de inconsritucionulidad. 

Procesal / Partes > Abogado > Honorario - Regulación - An. 32, Ley 6767 de Santa Fe (texto egún Ley 
12851) - Unidad Jus - Deuda de valor - Prohibición de indexar y accual izar - 1 ntere es 
El mecanismo creado por el art. 32. Ley 6767 de Santa re, tt..xto según Ley 1285 1, en cuamo inst ituye la 
unidad de honorario profesional del abogado o procurador denominada "jus". lejos escá de importar la creación 
de una nueva moneda en violación a1 te>.Lo constitucional (inc. 11 . art. 75. Conscitución Nacional). en tanto a 
la par de carecer de cur o legal o de valor de cambio (ni camroco represen!a dinero circulame). e trata de un 
valor de referencia que debe ser aplicado por los Tribunales ct.e Justicia local en la tarea crematística de la 
tareas abogadile , lo que importa considerar al honorario profe. ional como una deuda de va lor. (Del voto del 
Dr. Spuler.) 

ProcesaJ / Partes > Abogado> Honorarios - Regulación - An. 32, Ley 6767 de Sama Fe (tex to según Ley 
1285 1) - Unidad Jus - Deuda de valor - Prohibición de indexar y actualizar - lntere e 
El art. 32, Ley 6767 de Santa Fe, texto según Ley 12851, en cuanto dispone que el pago de los honorarios 
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regulados será definitivo y cancelatorio ún icamente si se abona la cantidad de pesos o moneda de curso legal 
que resulte equivalente a la cantidad de unidades jus contemdas en el auto regulatorio, egún su valor vigente 
al ''momento del pago", importa considerar al honorario pro ·esionaJ como una deuda de valor. Esta categoría, 
reconocida durante la vigencia del régimen de la Ley 23928 se ve cuantificada al momento del pago y. por su 
propia naturaleza, no están alcanzada por la prohibición de indexar. (Del voto del Dr. Spuler.) 

Procesal / Partes > Abogado > Honorario - Regulación - Art. 32, Ley 6767 de Santa Fe (texto egún Ley 
12851) - Unidad Jus - Deuda de valor - Prohibición de indo.!xar y actualizar - Intereses 
En tanto eJ art. 772, Código Civil y Comercial, receptó legalmente la tesis del ''valorismo atenuado". según la 
cual, una vez cuantificada en dinero la obligación de valor, pasa a ser dineraria, imperando a partir de ese 
momento el sistema nominal ista, cabe ubsumir al honorario profesional dentro la categoría de las deudas de 
va lor que no se encuentran alcanzadas por la prohibición de indexar sino hasta tanto no se cuantifiquen en 
dinero. Así, el sistema de deuda de valor rige hasta la firmen de la regulación de honorarios y, a partir ele allí. 
se convierta en deuda de dinero alcanzada por la prohibici611 de indexar. Por supuesto que esta solución 
hermenéutica debe completarse con la tasa de interés a aplicar. En este aspecto, se impone fijar una tasa desde 
que la obligación se cuantificó definitivamente en dinero, ya que, al no ser posible de acuerdo al análisis 
efectuado una nueva cuantificación a valores reales y actuales, la tasa de interés deberá compensar la pérdida 
del valor adquisitivo de la moneda y, por tanto, deberá ser d.!finida por el juez en cada caso en función de la 
realidad económica imperante. (Del voto del Dr. Falistocco.J 

Procesal / Partes > Abogado> Honorarios - Regulación - Art. 32, l ey 6767 de Santa Fe (texto según Ley 
1285 l) - Unidad Jus - Deuda de valor - Prohibición de indexar y actualizar - Intereses 
La referencia del art. 32, Ley 6767 de Santa Fe, texto según Ley 12851. al "momento del pago". debe 
entenderse en el sentido de que el sistema de obligación de \alor instituido por medio de la w1idad "jus" debe 
regir hasta el momento en que dicho "pago" de la obl igación por honorarios resulte exigible. es decir. que la 
conversión en deuda de dinero se producirá al quedar fim1e a regulación respectiva, interpretación que 
confiere a la nonna en cuestión un sentido acorde con la Cai ta Magna al lograr un justo equilibrio entre las 
normas arancelarias y las que prohl'ben la indexación. Ellos n perjuicio de que, al momento de justipreciarse 
los honorarios, corresponda reducir equitativamente el arancel legal, con arreglo al principio de 
proporcionalidad entre la retribución y la importanc ia de la labor cumplida consagrado en el art. 1627, Código 
Civil (según Ley 24432) y en el art. 1255, Código Civil y Comercial, o de la aplicación, ya al tiempo de 
intentarse el cobro del honorario regulado y en caso de corresponder, del principio de la realidad económica de 
acuerdo con el art. 1, Ley 24283, o bien del tope previsto en el a11. 505, Código Civil (texto según Ley 24432) 
o en el arl. 730, Código Civil y Comercial. (Del voto del Dr. Netri .) 

Procesal/ Partes > Abogado > Honorarios - Regulación - Art. 32, Ley 6767 de Santa Fe (texto según Ley 
1285 l) - U ni dad J us - Deuda de valor - Prohibición de indl!xar y actual izar - Intereses 
Cuando el art. 32, Ley 6767 de Santa Fe. texto según Ley 1185 l, refiere "al momento del pago", dicha alusión 
-razonab le y contextualmente interpretada- supone que el pago habrá de coincidir con el momento en que se 
hubieran finiquitado todas las divergencias y controversias respecto a la regulación de honorarios, por lo que. 
en dicha oportunidad, las un idades jus que se hubieren fijado deberán convertirse por "su equ ivalente en pesos 
o moneda de curso legal", esrableciéndose de tal modo la su na I íquida y exigible que corresponda, que de no 
ser cancelada producirá el devengamiento de los intereses que en cada caso se fijen. La convalidación de la 
aplicación de la unidad jus no implica descartar la posibilidad de rev isión en supuestos en los que 
efect ivamente se invoque y demuestre por cualquier vía que conlleva una prestación patrimonial notoriamente 
desigual para supuestos sustancialmente asimilab les o que s 1ponga una desproporción irrazonable en la 
cuantía de las prestaciones. (Del voto de la Dra. Gastaldi .) 
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Texto del fallo 
En la ciudad de Santa Fe, a los un días del mes de agosto de año dos mil diecisiete se reunieron en acuerdo 
los señores Ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia. doctores Robeno Hécror Falistocco. 
María Angélica Gastaldi, Rafael Francisco Gutiérrez, Mario Luis Netri y Eduardo Guillermo Spuler con la 
Presidencia de su titular doctor Daniel AníbaJ Erbelta a los e ·ectos de dictar sentencia en los au tos caratulados 
"MUNlCIPALIDAD DE SANTA FE contra BERGAGNA, Eduardo -Apremio Fiscal- (Expte. 121/10) sobre 
RECURSO DE TNCONSTITUCIONALIDAD" (Exple. C.S. l. mo. 578, afio 20 l l ). Se resolvió someter a 
decisión las siguientes cuestiones: PRIMERA: ¿es admisible el recurso interpuesw?: SEGUNDA: en su caso, 
¿es procedente?: y, TERCERA: en consecuencia, ¿qué resolución con-esponde dictar?. Asimismo, se 
emitieron los votos en el orden que real izaron el estudio de la causa, o sea. doctores Gutiérrez, Spuler, 
Falistocco, Netri, Gastaldi y Erbctta. 

A la primera cuestión -¿es admisible el recurso interpuesto?- el señor Ministro doctor Gutiérrez dijo: 

1. Surge de las constancias de autos -en lo que es de interés ,LI caso- que a f. 46 se regularon honorarios a 
favor del doctor Mario Gianfelici en la suma de S 2.464,96 e ¡uivalente a 16 jus y se fijó -prima facie y sujeto 
a reajuste jurisdiccional- el interés moratoria a apl icar. A f. 52 dicho profesional practicó liquidación de 
costas, ordenando el Juez a fs. 58 que confeccione una nueva planilla manteniendo el momo del jus 
establecido en la regulación de honorarios de f. 46 y que, en ,;;u caso, apl ique inlerescs según lo all í ordenado. 

A f. 59, por derecho propio, el Dr. Gianfelici interpuso recu1 so de revocatoria y apelación en subsidio por 
entender que el decreto impugnado conculca el texto del artículo 32, 3er párrafo, 2da parle, de la Ley 6767. 
modificado por la Ley 12851. Dicha impugnación fue rechazada con fundamento -esencialmente- en que lo 
que pretende el recurrente con la liquidación practicada de la forma que se regisu·a a f. 52 es lisa y llanamente 
una actualización de honorarios y que para ello no se da la ccndición prevista en la nonna -an. 32 citado- ya 
que está vigente la Ley 23928 en sus artículos "8 y I O". 

Concedido el recurso de apelación, la Sala Primera de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comerc ial de la 
ciudad de Santa Fe resolvió en íecha 11 de mayo de 2011 haler lugar al recurso deducido, confirmando los 
rubros contenidos en la planilla obrante a fs. 52. Señaló que la ley apl icable (are. 32 Ley 6767 y su 
modificatoria 1285 1) es clara y de su letra no cabe darle una interpretación diferente a la que el texto consag:ra: . ~ 

que la deuda por honorarios tendrá efecto cancelatorio si la suma pagada responde a la cantidad de pesos o 
moneda de curso legal equivalente al valor de la cantidad de unidades jus al momento del pago: que esto es lo 
que aconteció en estos actuados y no lo sostenido por el Juez a quo en cuanto a que el curial practicó una 
actualización monetaria. 

2. Contra dicho pronunciamiento interpone la actora recur o de inconstitucionalidad con fundamento en la 
arbílrariedad de la sentencia atacada por apartarse del plexo nonnalivo apl icable y en la inconsti1ucional idad 
del artículo 32 de la Ley 12851. 

Señala que la Sala se aparta de lo regulado por las Leyes 23928, 25561 y 505 del Código Civil , modificado 
por Ley 24432. 

Destaca que la reforma de la Ley local l 2851 , en su artículo 32, es inconst itucional al contraven ir lo dispuesto 
por la Ley nacional 23928, que no admite la actual ización me netaria , indexación por precios, variación de 
costos o repotenciación de deudas cualquiera fuera su causa. 

Dice que 1a Sala ha desconocido los lineamientos jurisprudencia les que surgen del caso "Ghisolfo", de la 
Cámara de lo Contencioso Administrativo de esta ciudad, registrado en A. y S. Tomo 20, p. 172. de los que 
resulta que corre pande la declaración de inconstitucionalidaJ del artículo 32 de la Ley 12851 en cuanto las 
Leyes 23928 y 25561 consagran la imperativa protlibición de repotenciar las deudas. 
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Puntualiza que es arbilrario lo fallado al resolver el ca!>o sir ingresar al 1ra1amicn10 onlológico de si la deuda 
por honorarios es de valor o dineraria. 

Aduce que también se configura una arbitrariedad normati, a por apartamiento de lo dispuesto por el artículo 
75. incisos 6. 11 y 12 de la Constitución nacional en cuamo es el Congreso Nacional ,\ quien le compete 
adoptar un sistema uniforme de pc~os y medidas para toda 1 \ Nación. 

Afiade que no puede confundirse el jus de la ley arancelaria con otros que e tablcce el legislador provincial 
para fijar competencias. pues estos últimos no concluyen con el pago de una !'luma de dinero. como sí ocurre 
con los honorarios y que por tanto hace al derecho de fondo y a la atribución exclusi, a del legislador nacional. 
habida cuenta que la ley provincial estaría creando una vim al nueva moneda al e ·iablecer un mecanismo de 
indexación legalmente vedado. Aclara que esto nos coloca ~nte un supue 10 de gravedad institucional. 

Advierte que de aplicar. e el artículo 32 en la fom1a propici lda por la Sala "a los fines de mantener un 
equilibrio en los haberc "se llegaría a la ituación de que el honorario por reajuste de jus más inlere es 
momtorios podría superar el monto por capilal en discusión que sólo puede ser susceptible de íntcre ·es. por lo 
cual no se guardaría la proporcionalidad entre ambos concepto contenida en el anículo 505 del Código Civil. 

3. La Sala, mediante pronunciamiento de fecha 12 de octubre de 2011, concedió el recurso de 
ínconstirucionalidad en razón de que e ta Corte abrió el remedio excepcional previsto en la Ley 7055 en otra 
causa en la que se debate la misma cuestión tratada en el pr seme (constínicíonalidad del artículo 32 de la Ley 
12851) frente al cuestionamienlo relativo a la aplicación del "ju "a los honorario ·, en atención al riesgo de 
utilizar un mecanismo de indexación legalmente vedado po, la Ley 23928. 

El nuevo examen de admisibilidad que pre cribe el artículo 11 de la Ley 7055. efectuado con lo autos 
principales a la vista, me conduce a ratificar la conclusión a·Tibada por la Sala en aquella oportunidad. desde 
que la postulación del rccw-rente posee enlidad constiLUcion:il suficiente como para operar la apertura de esta 
instancia de excepción. Dicho esto de conformidad a lo dict tminado por el señor Procurador General (f . 
122/124 vto.). 

Voto. pues. por la afirmaLiva. 

A la misma cuestión, los señore Ministros doctore. Spuler Falistocco, Netri. la eñma Ministra doctora 
Gastaldi y el señor Prcsidenle doctor Erbetla expresaron idé·11icos fundamentos al vertido por el señor 
Ministro doctor Gutiérrez y votaron en igual senlido. 

A la segunda cuestión -en su caso, ¿es procedente?- el señor Ministro doclor Gutiérrcz dijo: 

Sostiene el compareciente que el artículo 32 de la Ley 12851 modificatoria de la Le~ 6767 al e tablecer la 
unidad "jus" como modo de cancelar las obligaciones "en st. valor acLUal al momento del pago". es 
incons ti tucional por establecer un mecanismo indexaLOrio a .ravés de una nueva moneda. en violación de lo 
dispueslo en los artículos 7 y I O de la Ley 23928 modificada por la Ley 2556 I que establece la proh íbición de 
indexar, repotenciar o actual izar deudas, y de lo dispuesto e,1 el artículo 75 inciso 11 de la Constitución 
Nacional que atribuye al Congreso de la Nación la fijación del valor de la moneda. 

El estudio de la cuestión propuesta no conduce a comparai ambos textos constitucionales. a los efecto de 
delerminar sí le asiste razón al recurrente en cuanto considera inconstitucional la ley <le aranceles 
profesionales local. 

En ese aspecLo el artículo 32 de é~ta última, egún el tcxlo e ado por la Ley 12851. ín .... títuye -en lo que ahora 
es de estricto interés- la unidad de honorario profesional del abogado o procurador denominada "jus" y que 
repre enta el dos por ciento (2 %) de la remuneración total -deducidos los ad icionales porcentuales 
particulares- asignada al cargo de Juez de Primera In Lancia de Distrito de la Provincia de Santa Fe. 
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La norma citada. determina además, que "toda regulación de honorarios deberá contener, bajo pena de 
nulidad, el monto expresado en pesos o moneda de curso legal y la cantidad de unidades JUS que éste 
representa a la fecha de la resolución": agregando, que "el p ... go será definitivo y cancelatorio únicamente si se 
abona la cantidad 

de pesos o moneda de curso legal que resulte equivalente a a cantidad de unidades JUS contenida en el auto 
regulatorio, según su valor vigente al momento del pago". 

También prescribe que -bajo sanción de nulidad- "la resolución deberá expre ar también el interés moratorio 
aplicable, el que erá dispuesto prudencialmente por lo. jueces, teniendo en cuenta la vicisitude!i del mercado. 
el valor adquisitivo de la moneda y el carácter alimentario del honorario profe ional, pudiendo alcanzar ha~ta 
una vez y media la tasa activa capitalizada del Nuevo Banco de Santa Fe S.A. para las operaciones de 
descuento de documento". 

Dicha normativa e con!>l itucionalmente impugnada por el r~currente, en el entendimiento de que se 
contrapone con las norm:is dictadas por el Congreso de la Ntición que limitan la actualización monetaria. 

En este aspecto, es de recordar que al haberse producido la c-risi~ que llevó a la declaración de emergencia 
económica y financiera y, con ello, al abandono del régimen de convenibilidad independizando el valor del 
peso de la pauta oficial que lo relacionaba en paridad con el Jel dólar estadounidense. el an. 4 de la Ley 
25561, al sustituir el texto de los arts. 7 y 1 O de la Ley 23928 mantuvo vigente la prohibición de indexar que 
establecían dichas normas. 

En efecto, el an. 7 de la Ley 23928 -modificada por la Ley :5561- dispone que "el deudor de una obl igación 
de dar una suma determinada de pesos cumple su obligación dando el día de su vencimiento la cantidad 
nominalmente expresada. En ningún ca~o se admitirá nctuali lación monetaria, indexación por precios. 
variaciones de costos o rcpotcnciación de deudas, cualquiera fuere la causa. haya o no mora del deudor. con 
las ~al vedade previstas en la pre ente ley". 

Y el referido art. 1 O. en su m:tuaJ redacción, mantiene dcrog idas. con efecto a pan ir del lr de abril de 1991, 
todas las normas legales o reglamentarias que establecen o autorizan ta indexación de precios. actualización 
monetaria, variaciones de costo. o cualquier otra forma de repotcnciación de las deuda,. impuesto!>. precios o 
tarifas de bienes, obras o ervicios. 

Expresado el marco normativo, y en la tarea de ponderación que sobre el mismo correl)ponde realizar, debo 
recordar la reiterada doctrina e.le la Co11L nacional y de esta Corte Suprema en cuanto a la excepcionalidad de 
la declaración de incon titucionalidad de una nOJma. 

En este aspecto se ha sostenido que la declaración de incons itucionalidad de una norma es considerada la 
más del icada de las funciones encomendadas a un tribunal de justicia, por configurar un acto de suma 
gravedad que debe ser con iderado ultima ratio del orden jur dico. que procede ~ólo a panir de una reflexi6n 
efectuada con sumo grado de prudencia, cuando la repugnan<. ia de la ley inferior con la norma calificada de 
suprema re ulta manifiesta y la incompatibilidad inconciliable, en particular cuando se trata de enjuiciar actos 
que suponen el ejercicio de facultades que la ley Fundamental asigna con carácter privativo a los otros 
poderes, pues el juicio prudente de los magistrados en tomo de los alcances de su juri~dicción es de donde 
cabe esperar los mejores fruto del orden al buen gobierno d la Nación" (CSJN, Fallo\: 302: 1149: 303: 1708: 
31 O: 112; 322:9 L 9: 324:3 18-l; 325: 1922: entre muchos otros: CSJSFe A. y S. T. 228, pág. -l25: T. 232. pág. 
410; T.237, pág. 356. para citar sólo algunos). 

La sujeción a dichos criterios cobra panicular relevancia en el caso. habida cuenta del tenor de la cuestión en 
juego, cual es el ejercicio de la atribución reconocida a las Provincias para dictar normas relativas a honorario · 
profesionaJe!> y sus límites con:-.titucionales. 
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Y en ese aspecto, debemos adelantar, que el sistema regulado en el artículo 32 de la Ley 6767 incorporado 
por la Ley 1285 1 -debidamente interpretado según las pauta expuestas más arriba y lo que seguidamente se 
expresa- no aparece contrario al orden Jurídico constirucional tal como lo pretende la recurrente. 

Ahora bien. para que la modalidad de regulación y percepción de los honorarios profesionales lu1.ca razonable 
y en consecuencia apegado al texto con titucional. es nccesuio dctem1inar. interpretando la le). el momento 
hasta el cual la unidad ju debe utilizarse como parámetro de equivalencia para cuantificar en dinero los 
honorarios ya regulados: o, en otros tém1inos, hasta que etapa procesal el juc1 debe considerar el valor de la 
unidad jus para convertirlos en pesos. 

En esa línea. debemos recordar que el artículo 32 de la ley .trancclaria establece que "el pago será definitivo y 
cancelatorio únicamente si se abona la cantidad de peso. o 1'loneda de curso legal que re ulte equivalente a la 
cantidad de unidades JUS contenidas en el auto regulatorio. según su valor vigente al momento del pago". 

Si se interpretara esta norma en el sent ido de que la deuda por honorarios ~e seguiría modificando por 
aplicación de la unidad jus hasta el momento del pago dect1vo -a partir del cual reci~n se convertiría en deuda 
de dinero-. tal exégesi~ resultaría tan amplia que terminaría -:onstuuyéndose en los hechos una manera de 
actual izar los honorarios que no superaría el test de ra1onab lidad y su constnucionalidad freme a la Ley 
23928. 

En cambio, a mi modo de ver. la hermenéutica que compat biliza de manera ecuánime las di tintas normas en 
juego, debe tomar como punto de partida el hecho de referencia del artículo 32 de la ley arancelaria que remite 
al "momento del pago", al momento en que dicha obl igación por honorarios resulte e, igible. Ello es así. en 
virtud de que el sistema instituido de regulación de honorarios debe contener, bajo pena de nulidad. el monto 
expresado en pesos o moneda de curso legal y la cantidad dt unidades ju que este represente a la fecha de la 
estimación. 

En definitiva, la conversión en deuda de dinero se debe producir no en la oportunidad de rcguJarse los 
honorarios. sino al quedar firme la regulación respectiva. 1n erpretar de esa manera la nom1a en cue, tión. le 
confiere un sentido acorde con la Constitución Nacional al lograr un justo equilibrio entre las normas 
arancelarias y las que prohíben la indexación. 

Esta solución de considerar momento de "pago" a la firmezJ de la regulación de los honorarios. también se 
justifica porque a partir de ese momento el profesional acreLdor 1.:stá en condiciones <le iniciar la ejecución de 
los mismos a través de la demanda de apremio (art. 507, CPCyC) o trámite inyuccional (art. 260, CPCyC). Por 
lo que va a depender de la propia conducta del profe ional a-:reedor de poner en funcionamiento los 
mecanismos jurídicos para percibir sus honorarios con el valor de la unidad jus vigente a la fecha de firmeza 
del auto que los reguló. 

Ahora bien, también esta deci ión e hace razonable, ya quL -por el otro lado- erá la propia actitud del 
deudor, impugnando la regulación de honorarios, la que pennitirá, por no consentir lo\ mismos y en 
consecuencia impedir que adquieran firmeza. que si se modifica la unidad jus su deuda se acrecentará en la 
proporción de dicha modificación. 

La solución propuesta tiene además como fi nal idad colocar en un plano de igualdad al acreedor y al deudor: si 
éste no quiere asumir el mayor costo que le representa la eventualidad de que u deuda se modifique por la. 
alteraciones que pudiera sufrir la remuneración total -deducidos lo adicionale particulares- asignada al cargo 
de Juez de Primera Instancia de Distrito de la Provincia de Santa Fe, deberá uti lizar los medios de 
impugnación que el ordenamiento jurídico le pone a su dispos ición únicamente cuando ellos devienen 
jurídicamente necesarios, y de canar los meramente dilalorbs. Por el orro lado. si el profe ional acreedor de 
los honorarios ftrmes es sabedor de que el incremento de la unidad jus ya no va a tener incidencia obre u 
honorarios porque ellos ya se encuentran cuantificados y firmes, depende de él acelerar los trámites legales 
para su ejecución. 
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En definitiva, conforme lo e;\puc to, efectuada la regulación de honorarios profesionales y expresado en las 
unidades jus que correspondan a su valor a la fecha de qucd tr firme la misma dicho importe queda fijado 
definitivamente, no pudiendo actual izarse el valor de jus a otro momento; ello, sin perjuicio de los intereses 
moratorias que correspondan adicionarse. 

En este ultimo aspecto, no puedo dejar de señalar que Lanto la jurisprudencia como la doctrina han reconocido 
en la tasa de interés un remedio para pre ervar la equidad de la prestación al tiempo de '>U cumplimiento. lo 
que deberá ser también evaluado por lo juece de la causa rnmo una alternativa para evnar que los efectos de 
la depreciación mone1aria en épocas inflacionaria incidan '>->lamente obre el cn.:dito alimentario que 
constituyen los honorarios. tema para el cual los magis1rado-s deben ponderar lo~ ameccdentc~ del ca o y la!) 
circunstancias económ,c~ del momento para determinar co 1 criterio prudencial el interés aplicable (crit. 
CSJN. "Massolo, Alberto José e/ Transporte del Tejar S.A. voto del Ministro Petracchi); sin desconocer para 
ello. el máximo establecido en la propia ley. 

Trasladando dichas pautas al pre ente caso, surge de las constancia<; de autos que por resolución de fecha 
16.3.2009 (f. 46), el juc7 de baja instancia reguló lo honorarios del abogado del demandado en la suma de S 
2.464,96 equivalente a 16 jus por los trabajo desarrollados Je ·de la interposición de la demanda y ha La el 
de ·istimiento del proceso: y fijó el interé moracorio en el ce uivalente a la lasa apl icada por el Banco de la 
Nación Argentina en sus opcracione de descuento de docunentos a treinta días. sin ~rjuicio de su ulterior 
revisión. 

Dicho auto regulatorio fue notificado a In panc actora -conc enada en costas (f. 37)- el 8.6.2009 (f. 48), quien 
no interpuso recurso alguno en el Lénnino respectivo, quedando firme la regulación a partir del vencimiento 
del plazo requerido. 

De modo que, de acuerdo a lo considerado precedentemcmc.. la resolución impugnadJ, en cuanto aprobó la 
planilla de liquidación de honorarios cuantificados según el ,ator de la unidad jus vigente emre el 1.5.2009 
(según Acordada de esta Conc del 2-l.6.2009. Acta Nro. 24. punto 3) y el 31.8.2009 (,cgún Acordada del 
9.9.2009, Acta Nro. 39, punto 3) y fijó los intereses que deban compurarsc desde la mora. no re ulta 
de calificable desde el punto de vista consütucional. 

Por todo lo expuesto, voto por la nega1iva. 

A la misma cuestión el señor Ministro doctor Spuler dijo: 

1. Cabe adelantar que la impugnación del pronunciamiento ·ecurrido obre la base de que! lo decidido 
contradice las Leyes nacionales 23928 y 25561 en razón de b inconstirucionalidad del texto del artículo 32 de 
la Ley 6767 -ref. Le) 12851- no puede tener éxit0 en es1a imtancia. 

Para eUo, debo principar recordando que reiterada doctrina de la Corte nacional y de este Alto Cuerpo en eña 
que "la declaración de inconstitucional idad de un precepto di.; jerarquía legal constituye la mfü; delicada de las 
funciones suscep1 ibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que 
debe ser considerado como 'ultima ratio' del orden juríd ico, que procede sólo a pan ir de una reflexión 
efectuada con sumo grado de prudencia, cuando la rcpugnanda de la ley inferior con la norma calificada de 
suprema resulta manifiesta y la incompatibilidad inconciliab e, en particular cuando se trata de enjuiciar actos 
que suponen el ejercicio de facul!ades que la Ley Fundamental asigna con carácter pnvat1,·o a los otros 
poderes. pues del juicio prudente de los magi trados en tome de los alcances de ~u jurn,dicción es de donde 
cabe e pcrar lo mejores frutos en orden al buen gobierno de la Nación" (CSJN, Fallo,, 302: 1149: 303: 170 : 
310: 112; 322:919 324:3184: 325: 1922: etc. CSJSFc. A. y S .. T. 228, pág. -i25: T. 232 pág. -l 10: T. 237, pág. 
356; etc.). 

Con esa inteligencia, las siguientes consideraciones resultan decisivas en orden a la solución anticipada: 
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a. En primer lérmino, como resulla sabido, enlrc las reformas que introdujo la Ley 12851 al añejo texto de la 
Ley 6767 se encuentra el establecimiento de una unidad de medida estipendia! denominada JUS arancelario y 
que en ese sistema conforma un patrón a los fine. de cuantificar los emolumentos devengados por los 
profe, ionales del derecho en las diferentes actuaciones en 1 Lli que intervienen. generando un regimen novedo o 
que se inserta íntegramente y sin cortapisas en todo el texto de la normativa provincial (claro ejemplo es la 
escala del art. 6 de la ley que. otrora era en peso , ahora se Jivide según los JUS del caso: o los mínimos y 
máximos regulables del art. 12 del digesto). De manera puntual. el artículo 32 estipula: "Se instituye con la 
denominación JUS a la unidad de honorario profesional del abogado o procurador. que representa el dos por 
ciento (2 %) de la remuneración tolal -deducido · los at1ic.:io11ales porcentuales purticulares- asignada al cago 
del Juez de Primera Instancia de Distrito de la Provincia de Santa Fe .. . " 

E e di eño, empero, en el derecho comparado inlerno no re ultó innovador. Efectivamente. desde hace tiempo 
otras provincias adoptaron análogo criterio en sus rcspectiv·,s leyes regulatorias de los honorario 
profesionales para abogados y procuradores. c;iendo claros ejemplos el Decreto ley 904n7 de la Provincia de 
Buenos Aires ("TITULO 111 - DE LA U'.'-ITDAD DE MEDIDA ARANCELARIA. Artículo 9: lnstitúyese con 
la denominación de 'Jus' la unidad de honorario profesional de Abogado o Procurador. que representará el uno 
(1) por ciento de la remuneración total asignada al cargo de Juez Letrado de Primera lnstancia de la Provincia 
de Buenos Aires, entendiéndose por tal la suma de lodo~ aq 1ellos rnbros. sea cual fuere ·u denominación. 
-incluida la bonificación por antigüedad por el tiempo ex1giJo por el artículo 178 de la Conslitución 
Provincial-, cuya determinación no dependa de la situación particular del Magi'>trado. La Suprema Corte de 
Juslicia suminislrará men ualmente el valor resultante. eliminando las fracciones dec1male . -Párrafo 
incorporado por la Ley 11593-); La Le} 7046 de la Provinci t de Entre Río ("CAPITULO 11 -REGLAS 
CUANTITATIVAS - MONTOS A CONSIDERAR. AJtículo 29 - UNIDAD ARANCELARI A 'JUR ISTA': 
'Establécese que la Unidad Arancelaria' 'JURISTA', se equiparará en su monto al valor del 'Jus Previsional' 
establecido en el Artículo 46° de la Ley Nº 9005 y sus modificatorias. debiendo guardar siempre la misma 
relación a los fines de la aplicación de la presente Ley". -Textos/ Ley 9877 - B.O. 06/01/09-): el Código 
Arancelario Ley 9459 de la Provincia de Córdoba ("Jus - Unidad Económica - Escala. Artículo 36.-
I STITÚYESE con la denominación de 'Jus' la unidad arancelaria de honorario profe ionale del abogado. 
cuyo valor al momento de publicarse la preseme Ley. asc1e1 de a la suma de Pe'>o!. Cmcuema (S 50,00). Tal 
valor se incrementará en la misma proporción en que se inc ementen las rcmuncrncione o haberes totales 
asignados al cargo de Juez de Cámara con una antigüedad de ocho (8) años. incluido-, rubros remunerativos y 
no remunerativos. y con la denominación de 'Unidad Econó'Tlica' (U.E.) al ciento por cienro ( 100 ~) de dicha 
remuneración, en ambos casos a1 tiempo de efectuar. e la rebulación. El Tribunal Superior de Justicia deberá 
informar el último día hábil de cada mes, a todos los organi~mos judiciales y a los Colegios de Abogados de 
cada Circunscripción Judicial. el valor del Jus y de la Unidad Económica vigenle para el mes siguiente ... "): la 
Ley 5568 de la Provincia de Corriente ("Unidad de honora io profesional. Honorario~ mínimos. ARTÍCULO 
7º. INSTITÚYESE. con la denominación "jus", la unidad de honorario profesional del abogado o procurador. 
que represe11ta el uno por ciemo (1 %) de la asignación mcnfüal lotal correspondiente al cargo del Juez de 
Primera Inslancia de la Justicia Provincial, con la sola exclu;;ión de lo rubros antigüedad y cargas de fam ilia. 
El Superior Tribunal de Justicia determinará semestralmentL el valor del 'jus' ... "): cnlre otras (tales como 
Fom10sa, Río Negro, La Rioja y Neuquén). De similar ma11Lra se estipula en el proyeclo de reforma de la Ley 
nacional de honorarios 21839 en debale en el Congre. o Nacional y. pumualmente, en la reciente Ley 5134 
sancionada por la Legislatura de la Ciudad Autónoma de 8Leno. Aire el 06 de noviembre de 2014 ("TITULO 
lIJ Honorarios mínimos arancelarios. CAPITULO I De la Lnidad de Medida Arancelaria. Art 20: lnstitúyese 
con la denominación de UMA -Unidad de Medida Arancclar-ia- a la unidad de honorarios profe ional del 
abogado o procurador, que representará el uno y medio por ciento de la remuneración total asignada al cargo 
de juez de primera instancia con jurisdicción y competencia en la Ciudad ... El Consejo de la Magisll atura de la 
Ciudad ... suministrará mensualmente el valor resultante. eliminando las fracciones decimales. El Colegio 
Público de Abogados de la Capital Federal informará a la di ferentes Cámaras el valor de la UMA ... ). 

Esta modalidad de política legislativa luce positiva al relacionar el sistema de módulo rcgulatorios con lo<.; 
conslante incrementos salariales que se acuerdan a los integrantes del Poder Judicial ) . en panicular, en el 
caso de Santa Fe, a la calegoría de Juez de Primera In tancia de Distrito. quedando en cabeza de e. la Corte 
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Suprema de Justicia -en el cjcrc:icio de su competencia de gobierno establecer, cuando se configura el supuesto 
de hecho de la norma. el valor de la unidad económica (la úl ima dcicnninación e realizó por Acta Acuerdo 
Nú 16, Punto, 2. del 1.3.20 17). A su vez. así regulado el sistc·ma luce protectorio de las tarea!) abogadiles al 
crear ·e un valor referencial dotado de movilidad a los fines de mitigar realidades económicas financ ieras 
inestables, procurando asegurar a los auxiliares de la justicia condiciones digna.4- y ju tas en el ejercicio de . us 
funciones (lo que, además, resulta avalado por el art. 37 de l t Ley 6 76 7. ref. Ley 12851 ). 

Ello, en un primer orden de conclusiones que resultan suficientes para el rechazo de la tacha de 
inconstirucionalidad formulada, impona descartar que el me~anismo tratado lejos está de importar la creación 
de una nueva moneda en violación al texto constitucional (ru t. 75. ínci ·o 11. C .) en tamo a la par de carecer 
de curso legal o de valor de cambio (ni tampoco reprc~cnta c.incro circulante). \e trata -como e dijo- de un 
valor de referencia que debe !)er apl icado por los Tribuna les Je Justicia local en la tarea crematíst ica de la~ 
tareas abogadilcs (En concreto, el mismo art. 32 sigue diciendo: "Toda regulación de honorarios deberá 
contener, bajo pena de nul idad, el monto expresado en peso o moneda de curso legal y la cant idad de 
unidades JUS que é te representa a la fecha de la re olución' ). Y. con igual pe o dcci ivo. también debe 
resaltarse que -conforme lo cxpuestola general izada aceptación de estos módulos como patrón indiciario 
explica por sí misma cómo ellos no conl'rontru1 con las leyes nacionales invocadas por la recurrente ni 
provocan de por ·í distors ión inflacionaria. Nótese en cuanto a esto y para más, que la también innovadora 
regulación del procedimiento de media<.:ión prejudicial oblig noria de la Provincia (Ley 13151) también prevé 
la unidad JUS como patrón a considerar a lo fines de e~Lablecer la retribución tanto de los profesionales del 
derecho como de los mediadores inten inientes en ese mecarismo no adversaria! de re olución de 
controversias. 

b. En segundo lugar. en base a lo dicho y a linde dar respue ta en forma íntegra a los agravio expuestos por 
la impugnante. es necesario volver a analizar el texto arancelario puesto en cri is cuando estipula -a 
continuación de lo ya tran~cripto- lo iguiente: "el pago será definitivo y cancclatorio únicamente si se abona 
la cantidad de pesos o moneda de curso legal que resulte equ ivalente a la cantidad de unidades JUS contenidas 
en el auto regulatorio, según su valor vigente al momento de pago" -que se correla<.:iona con lo~ últ imos tres 
p5rrafos del mismo dispositivo-. 

En Lomo a ello. y siguiendo la inteligencia expuesta precedentemente, la manera en que ha sido regulada la 
unidad JUS por el legislador provincial en el año 2008 no co biona con el texto de 1~ le}e nacionales 
alegadas por la recurrente en tanto importa considerar al honorario profe ional como una deuda de valor. En 
efecto: esta categoría, reconocida durante la vigencia del rég men de la Ley 23928. se ve cuantificada al 
momento del pago (ta l como se lec del precepto referido). conformando una modalidad que cuenta con 
reconocido aval doctrinario y jurisprudencia!, a tal punto que el novedoso Código Civil y Comercial de la 
Nación las con ·agra en u artículo 772, y que por su propia naturalela no están alcanzada por la prohibición 
de indexar impuesta por la Ley 23928. En particular, emre los reconocidos estudioso · que avalan este 
entendimiento (Ca iello, Juan J. ; Trigo Represas, Félix; Bustamante Alsina, Jorge; Moisset de Espanes, Luis: 
etc.). puede citarse a Alterini qu ien indica que el citado orderamiento nacional no hace referencia literal ni 
concreta alguna a la~ deudas de valor, y al estar e a la imang bilidad de la mismas, entiende que aplicarles el 
principio nominalista cuando se está contratando sohre un valor es un contrasent ido: el nominalismo ólo es 
aplicable a lo que tiene un valor nominal: la moneda, ya que una deuda de valor s iempre es deuda de valor. y 
no se cristaliza sino para el pago (Alterini , Atilio Aníhal. "La~ deudas de valor no están alcan,adas por la Ley 
23928 de convertibilidad del austral". L. L. . 1991 -B, 1(>48). A u ,cz. es innato a este ttpo de obligaciones la 
búsqueda de la preservación de la equivalencia de valores protegiendo el crédito comprendido en la garant ía 
constitucional de la propiedad (art. 17 C'.'I). más i se repara Ltue en el caso tratado se encuentra en juego la 
cuantificación de un crédito que posee, por regla, carácter ali.ncntario. 

En este mismo sentido y sin perjuicio de la exiMencia de fallos que avalaron planteas como el nquí traído~ 
(por todos "Banco Crcdicoop c. Leyton", Juzg. Civ. Com. 7 Nom. Sta. Fe, Res. N 818, F 124, T 31, del 
14.1 1.14), abundante jurisprudencia provincial se ha expedido rechazando de la manera propuesta en este 
voto: Sala 3 %. CA pe l. Civ. Com. Sta. Fe ("Baldoma". A .• y S., T. 11, F. -l 14/-l l 5. Año 2012. Re~. 222. del 
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19.11.12 y "Sosa", A., y S., T. 13. F 10/12, Año 2014, Res. 43, del 22.4.14): Sala l. . CApel. Civ. Com. Ros. 
("Nuevo Banco Bisel SA.", Auto N. 116, del 06.4. 1 O. ): Sala 1. int. . CApel. Civ. Com Ros. ("F .. S.". del 
18.8.15); Sala 2. int., CApel. Civ. Com. Ros. ("Fre ch1". ALto N: 522. del 27.12.12): Sala-t.C int. - por 
mayoría-, CApel. Civ. Com. Ros. ("Vidour", Auto i 209, e.e 21.06.12): Sala 4 -por mayoría-. CApel. Civ. 
Com. Ros. ("Amparas", Auto N 269, de 13.08.12); Sala 2i CApel. Lab. Ros. ("Romero", Auto NF 286. del 
06.12.10); Sala 3e int. , CApel. Lab. Ros. ("Godoy". Auto Na 106. del 27.7.09): entre mucho otros. 

c. En tercer término. conforme las con..,ideraciones expuest 1 • amerita \eñalar que la 1mpugnantc tampoco . e 
hace cargo de demostrar que el precepto arancelario irnpug1 ado y. en definitiva. la introducción de la reforma 
a la Ley 6767 por obra de la Ley 12851. impone que In Provincia de Santa Fe e ha) a extral imitado en sus 
competencias regulatorias de los aranceles profesionale~ <.le conformidad al diseño de la Carta Magna nacional 
(arts. 75. inc. 12, 121, 126, ss. y ce.). E que la temática vin.:ulada a la regulación de los aranceles 
profesionale es atribución de los Estados locales y. por tanto. en ejercicio de una competencia que 
indi cutiblemente le pertenece puede establecer sin vulneración constitucional. una política de fijación de 
estipendio ba ·ada en un patrón de referencia (tal como lo han con agrado otras legislacione provinciales), sin 
que se demuestre en el caso que la misma resulta irrazonabk. arbitraria o incurra en vulneración <.:onst itucional 
(Fallos, 115:82; 117:432; 145:47: 156:290: 184:556: 197:569: 198:111: 199:202; 200:450: 203:100; 204:23: 
207: 159: 217:468; 237:397: 239:343; etc.). 

d. Por tanto, concluyendo y en aval de todo lo dicho. debo nuevamente recurrir a conceptos vertidos de 
manera uniforme por el último intérprete del texto constituc onal -que se corresponden con los expuestos al 
inicio de este deITotero- y que refuenan el entendimiento e>.puesto, al -;ostener que "la primera regla de 
interpretación de un texto legal es la de asignar pleno efecto a la voluntad del legislador. cuya fuente inicial es 
la letra de la ley" (Fallos: 297: J-U: 299:93. 301 :460). "que debe indagarse el \'enJadero alcance de la norma 
mediante un examen de sus término que consulte su racion tlidad, no de una manera aislada o literal, sino 
computando la totalidad de sus precepto. de manera que gu.rden debida coherencia (v. doctrina de Fal los: 
323:3289, considerando 4e y sus citas. entre otros) y atendiendo a la final idad que ·e tuvo en miras con u 
sanción'' ("Boggiano". fallo del 16.3.16) y que. por ello, pre.;isamentc. la tacha de la normativa local que 
de de el plano constitucionalidad formula la pre entante no 1a sido acreditada de manera clara y preci~a 
(Fal los, 209:200: 306:655) y, para más, si algún resqui<.:10 m n quedaría, debe decidi1,e por la validez 
constitucional del canon y no por su invalidez (Fallos, 306:655). 

Por todo lo expue 10. voto, pues, por la negati\'a. 

A la misma cuestión, el señor Ministro doctor Falistocco di_.o: 

l. En las presentes actuaciones se encuentra en debate si la ··egulación del honorario profesional del abogado 
o procurador de confom1idad con el articulo 32 de la Ley 6767 y su modificatoria Le} 12581. desconoce la 
vigencia de una nom1a federal como la 25561 que establece la prohibición indexatoria. 

1.1. Ante todo, cabe scfialar que el legislador provincial ostenta competencia constit uc:,onal para dictar 
nonnas relativas a honorarios profesionales. En ese cometido ha decidido que los mi,mo se expresen por la 
unidad jus, o sea. a tra\éS de la asignación de un valor. Es decir, el obligado al pago deberá afrontar en 
definitiva una deuda de valor, siendo decisivo y concluyente detenninar hasta cuando ,;;ubsiste en e e carácter. 

1.2. Sentado ello, no resulta ocioso re~ordar que la Ley 25561 si bien deroga el régimen de convenibilidad 
impuesto por la Ley 23928, no modifica en lo sustancial los . .utículos 7 y 1 O de dicho cuerpo normativo. por lo 
que se mantiene la prohibición de actualización monetaria. i 1dexación por precios. \ .mación de co 10 o 
rcpotenciación de deudas, cualqu iera fu ere su causa. 

De tal modo, desde el nño 1991 a esta parte rige el mentado "principio nominalista" que prohibe la posibilidad 
de modificar el capital de las deudas dinerarias por el simple transcurso del tiempo. 
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Cierto e que cuando dicho principio comenzó a entrar en coli ión con la realidad económica como 
consecuencia de una progresiva y significativa devaluación ce la moneda, la doctrina efectuó un deslinde entre 
mecanismos directo de actuali1aci6n, tendentes a generar una variación en el capital hi~tórico y alcanzados 
por la prohibición de indexar. y mecanismos indirectos, que -;in tocar el capital histórico recaen obre la tasa 
de interés -el que es denominado impuro por contener escorias inflacionarias- y no emrarfan en conílicto con 
la norma de referencia. En este sentido, otra noción que util i r.ó la doclfina y jurisprudencia como herramienta 
para paliar los efectos de la inflación fue la de obligación de va lor. En este tipo de obligaciones. en efecto. lo 
que se debe es un valor y la única función del dinero es erv1r de herramienta de cuantificación. 

Dentro de La conceptualización de las deudas de valor la dollrina ha ensayado dos posiciones: una que 
sostiene que la obligación de valor una \'CZ que es cuantificada en dinero se conviene en una obligación 
dineraria, con la consecuente prohibición de actualización er razón de la prohibición de la Ley 13928: y la otra 
que esgrime que las deudas de valor se manuenen en ese carácter hasta el momento del efectivo pago. 

Sea cual fuera la posición doctrinaria en que uno e enrole, de lo que no hay dudas es que el concepto de 
obligación de valor es umamenle relevante en contextos do 1dc rige un sistema nominali ·ta) exi te, a la vez. 
una significativa inflación (Cfr. "Código Civil y Comercial e.e la Nación comentado". uingido por Ricardo 
Luis Lorenzelti , la cd., Sama Fe, Rubinzal-Culzoni, 2015, Tomo V, art. 772, págs. 157 y 154). 

Es en esta coyuntura que el Código Ci\ il } Comercial de la '-:ación receptó legalmente en su artículo 77?. la 
tesis del "valori mo atenuado". según la cual una vez cuantificada en dinero la obligación de valor, pasa a ser 
dineraria, imperando a part ir de ese momento el si tema non inalista. 

La disposición mencionada debe considera~e como pauta hermenéutica en materia de interpretación 
normativa aun para aquellos caso· que no se encuentran corrprendido en dicho dispo~itivo legal por acaecer 
con anterioridad a su vigencia. máx ime cuando es de público y notorio que el nuevo d1ge to -en este tópico­
recepta y plasma en el derecho común una solución que la doctrina y juri prudencia \-enía aplicando durante 
muchos año . 

1.3. En ese marco lle re llexión cabe analizar la validez o invalidez del régimen de actualización monetaria 
periódica y automát ica previsrn en el artículo 32 de la ley arancelaria local, a part ir de determinar si la deuda 
por honorarios encuadra demro de las obl igaciones dineraria-, o dentro de 1~ obligaciones de valor. 

En ese orden, cabe destacar que el artículo 32 (Ley 1285 J) 1 ·1stituye con la denominación J US a la unidad de 
hooorario profesional que representará "el 2 %. de la remuneración total -deducidos los adicionales 
porcenruales particulares- asignada al cargo del Juez de Primera lm,tancia de Distrito de la Provincia de Santa 
Fe", estableciendo que " ... el pago será definitivo y cancel ato, io únicamente si se abona la cantidad de pesos o 
moneda de curso legal que resulte equ ivalente a la cantidad e.e unidades JUS contenidas en el auto regulatorio, 
según el valor vigente al momento del pago". 

Y bien, surge de un modo diáfano que el di ·eño norrnac1vo elegido por el legislador provincial en ejercicio de 
sus facultades constitucionales (art ículo 121 de la Constitucilin Nacional) ruvo como propós ito directo 
mantener incólume la integridad del crédito, imbricando al lr>norario profesional en la categoría de las 
llamadas deudas de valor y util i1.a la unidad jus como valor de referencia para el cálculo. 

La idea interpretativa de que el honorario profesional const ituye una de las denominadas deuda de valor ha 
sido receptada algún tiempo atrás por la Corte Suprema de la Nación que señaló: "(. .. ) en a4uellas 
circunstancia en que los bienes ufren una di<.;tof'ión por inf ujo del envilecimiento del . igno monetario. se 
impone como exigencia para asegurar una adecuada contraprestación de los servicios profc:.,ionalcs. con iderar 
los valores según estimaciones actualizadas al tiempo de la sentencia. pues tales apreciaciones consrituyen la 
forma más adecuada para respetar el principio de justicia conmutativa y el dl!recho de propiedad garantiLado 
por el artículo 17 d\! la Constitución ¡ acional" (Fallo~: 308:2060). 
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Es preciso añadir, además, que e~te dispositivo local no re u Ita un hecho novedo. o ni mucho meno aislado 
sino que ha sido adoptado -con matices difcrcnciale~- en gr,tn parte del país (V. gr .. Leyes 5568. 7046, 9459. 
5134. de las provincias de Corrientes. Entre Ríos, Córdoba y Ciudad Autónoma de Buenos Aire!-., 
respectivamente: Decreto ley 8904/77 de la provincia de Bt.enm, Aire : y proyecto de reforma de la Ley 
nacional de honorarios 2 1839 en debate en el Congrc o acional. entre otra-, ). lo que denota un cansen ·o de 
criterio que, i bien no se pretende hacer valer como pauta ultima de fundamentación. en cambio. no se puede 
soslayar como dato sociológico-normativo a ponderar. 

Por otra parte, no está de más recordar que en nuestra Prov ncia coexi ten diferente-. "unidadc de medida" 
bajo el nombre de unidad Jus (para determinar competencia cuantitat iva, recursiva. o incluso para establecer 
los e tipendio rijos. v. gr. en los artículos 12. 14. 17 y 22 de la Ley 12851) que en t.rnto mero ,·alar de 
referencia impiden el de ajuste por el tran cur5o del tiempo y evitan la nece idad de continuas modificaciones 
legales. 

Corolario de lo expuesto. cabe subsumir al honorario profesional dentro la categoría de las deudas de valor 
que, de conformidad con el valorismo atenuado receptado por el nuevo digesto de fondo, no se encuentran 
akanzadas por la prohibición de indexar sino hasta tanto no se cuantifiquen en dinero. 

Es que. conforme a la jurisprndcncia del Cimero Tribunal, ..ratándose de deudas de \alor "( ... ) Lo decisivo es 
el momento en que la obligación se determina en una concreta suma de dinero, pues n ptu·tir de allí rige. sin 
excepcione la probibición de e tipular mccanic;mos de ajus,e automát ico por deprecic1ción monetaria o de 
actualizar la deuda más allá del 1 de abril de 1991" (Fallos 316:2605). 

1.4. Sentado ello, resta establecer el momento desde el cua. debe operar la conversión de la deuda de valor en 
deuda de dinero. a partir de la tesis -que se adopta- del valori~mo atenuado. 

Cabe memorar que el artículo 32 ya referido dispone que "Toda regulación de honorarios dchcrú contener. 
bajo pena de nulidad, el monto expre ado en pesos o moneda de curso legal y la cantidad de unidades JUS que 
é te representa a la fecha de la re olución. El pago erá defr1itivo y cancelatono únic.1mente si se abona la 
cantidad de pe ·os o moneda de curso legal que resulte equh atente a la cantidad de unidades JUS contenidas 
en el auto rcgulatorio, según su valor vigente al momento dd pago". 

Y bien. del juego del artículo 32 de la Ley 6767 y del anículo 772 de la ley de fondo, se pueden dar -cuanto 
menos- las siguientes silllaciones: 

a) Que se interprete que la cuantificación en dinero de la deuda de valor deba operar en el momento de 
practicarse la primera regulación del honorario, convirtiéndose a panir de allí en una deuda de dinero, ya que 
el artículo 32 e ' ti pula que la regulación debe contener bajo nena de nulidad el monto expresado en pesos o 
moneda de curso legal. 

b) Que se entienda que la cuantificación del valor en dinero deba efectuarse en el momento en que es 
procedente el pago judicial (resta que el abogado acreedor acompañe lo!:i oficio para la liberación de los 
fondos ya disponibles). 

c) Que se considere que la cuantificación del valor en dinero se produce con la firmen de la regulación del 
honorario o en algún otro momento. 

Antes de proseguir con el análisis, cabe aclarar que en curu to al momento de la cuanti ficación del valor en 
dinero el Código no prevé un criterio e pecífico dada la amplia gama de situacione!) c¡ue se pueden dar en la 
práctica. lo que abre la posibilidad a lo jueces de interpretar qué olución se impone. como más razonable) 
conforme a justicia. 

Respecto a la primera de las hipótesis apuntadas. si se aplica el artículo 772 confom,c a la letra de su texto. el 
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honorario profesional tal como actualmente eslá regulado en el artículo 32 de la Ley 6767 no podría 
razonablemente er con'i iderado una deuda de\ aJor. En efcc o, la norma exprc~a que bajo pena de nul idad en 
toda regulación de honoraríos que ~e practique el monto deb-:! ser expresado en pesos o moneda de curso legal 
y la cantidad de W1idades JUS que éste representa a la fecha de la resolución. Es decir. que con la primern 
regulación el monto ya estaría cuantificado en dinero y por t.mto ería una obligación tlineraria. 

Claramente a esta hermenéutica de la norma se le puede achacar el contrasentido de que simultáneamente y 
en un mismo acto la deuda de va lor con la primera regulaci611 de honorario , se convertiría en una deuda de 
dinero. lo cuaJ resulta un absurdo y pierde todo sent ido hablt.r de honorarios prof esionalcs como deuda de 
valor. 

Esta exégesis ·e inserta derechamente en uno de lo~ ~upuestJs de interpretación infiel e inadecuada de la 
nonna, toda vez que al atener. e rigurosamente a la literalidad de la norma termina por prc!)cindir de ~u 
finalidad y objeti vo!) tornándola inoperante y, por tanto. aten.ando contra la eficacia del precepto en cuest ión. 

La segunda solución, en cambio, podría en principio encuadrar en el precepto mcnlado. En efecto, se podría 
considerar que la deuda sea de valor h.l!)ta tanto sea procedente el pago judicial. momcmo a pan ir del cual la 
deuda va a pasar a ser de dinero. 

Sin embargo, esta hermenéutica resulta tan amplia que termina desnaturalizando la normativa examinada. 

En efecto. s1 el valonsmo -que pretendemos atenuado- se extendiese hasta que el abogado tenga a disposición 
los fondos para cobrarse sus honorarios, sería practicamente un valorismo absoluto. De modo tal que difíci l 
cría hablar de nominal ismo atenuado cuando la deuda e está actualizando hasta el momento en que e tá 

disponible el pago. 

Esta solución no mide las consecuencia con particular refc1encia al principio del impacto de la dcci-;ión 
judicial sobre la realidad económica (CSJN. J.A. l 988-JI-42h). por cuanto pone en jaque la premisa 
anti inflacionaria reccpwda por la Ley 23928 (modificada por la Ley 25561) y defendida a rajatabla y 
cualquiera sea su causa por el Cimero Tribunal nacional en numerosos antecedentes (Fallos: 328:4507: 
329:385; 332:335) y ratificada por e te Cuerpo (Cfr. "Cara de Espinosa, A. y S .. T. 232. pág 483 y ''Pa lloti". 
A. y S .. T. 252. Pág. 168). 

Como alternativa razonable y adecuada a la normativa civil y comercial. se ha propuc~to que el sbtcma de 
deuda de va lor rija hasta la firmeza de la regulación de honorarios y a partir de alü se conviena en deuda de 
dinero (En esta línea ·e inserta el faJlo de la Sala Primera de la Cámara Civil y Comen.:,al de Santa Fe en auLo'> 
"García, AJberco Robustiano s/ Sucesorio", fa.ple, Sala 1, Nr 8 - Año 2015 ). 

Esta solución tiene la virtud de encajar en el nominalismo atenuado receptado en el nuevo digesto y de 
contemplar una situación muy común en la práctica forcn e: en la mayoría de los caso, no se cfectiviza el 
cobro de honorario~ de manera simultánea a la regulación de lo::-. mismos como consecuencia de la 
accesoriedad de lo honorarios al trámite principal, lo que lo, supedita a las cont ingencias de éste 
(paraJizacionc . apelacione , etc.); y el mismo mecani mo r~ursivo previsto por la propia ley de arancele 
(artículos 28 y 29) que insume la mayoría de las veces una importante cantidad de tiempo. 

Esta interpretación se inserta demro de lns po!)ibles y razonables de las normas arancelarias y de las que 
prohiben la indexación. logrando un ju to equilibrio entre la. cJáu,ula que cada w 10 oc u, ordenamientos 
imenta resguardar. 

Sin embargo, no !:>Ce ·capa la pol>ibiltdad teórn:a de otra solt,ción interpretativa que conlleve a ese mismo 
resultado de congmencia con titucional. 

Por ejemplo. con fundamento en el hecho de que son innumerables las veces en que e ·tanda firme la 

Página 13125 



liquidac ión del honorario el deudor de los mis1nos debidamente intimado no procede a. u cancelación. se 
podría postular razonablemente que si el deudor no paga vo untariamente. la deuda . e mantenga de valor hasta 
la demanda de apremio (art. 507) o trámite inyuccional (arl. 260). momento a partir del cual la deuda de valor 
e transformaría en una obl igac.ión dineraria alcanzada por la prohibición de indexar, en conformidad con la 

ley adjetiva que prevé que "Procederá el juicio de apremio( ... ) contra los condenado" por sentencia a pagar 
sumas de dinero y lo deudore de costas judiciales" (art. SC7). 

Esta exégesis tiene la virtud de no contrariar el criterio con ·orme al cual la cuantificación se debe realizar por 
una única oportunidad (Cfr. Ricardo Lui. Lorcnzetti, op. cit., pág. 159), ya que el honorario firme está 
cuantificado condicionado a que d deudor los pague ante ' L intimación. 

No obst::lntc la posibilidad examinada, se estima prudeme a los fines de establecer unu pauta clara y uniforme 
que la deuda de Yalor se transforme definitivamente r11 una obligación dineraria akanLada por la prohibición 
de indexar a partir de que la regulación del lwnorario adquiera firmeza. 

1.5. Por supuesto que esta solución hermenéutica debe completar. e con la tasa de interés a aplicar. En este 
aspecto, se impone fijar una tasa desde que la obligación e cuantificó definit1vamen1c en dinero. 1a que al no 
. er posible de acuerdo al análisi. efectuado una nueva cuan ificación a valore~ realc~} actuale . la tasa de 
interés deberá compensar la pérdida del valor adquisitivo d la moneda ) . por 1anto. deberá ser definida por el 
juez en cada caso en función de la realidad económica imperante. 

Desde e a óptica y bajo la premi~a de que la condena arce aria debe respetar siempre una "razonable 
positividad" de la tasa de inten5s, este Cuerpo habrá de juLgar ocscJe el conLrol de constitucionalidad que le 
compete (art. 93 de la Constitución provincial y Ley 7055), en cada ca o. si la respue,ra jurídica exhibe un 
criterio de razonabilidad frente a la ponderación de las circt.nstancia económicas. sociales. sociológica y 
jurídicas que e encucn1ren vigentes o si sólo ~e sustcn1a en una arbitraria discrecionalidad judicial. 

1.6. Este Cuerpo ha sostenido rei1eradamcnte el criterio según el cual " ... la declarac1ún de 
incon titucionalidad de un precepto de jerarquía legal constnuyc la más delicada de la ' funciones susceptibles 
de encomendarse a un u·ibunal de justicia, configurando un acto de suma gra,.,cdad que dehe ser considerado 
como últ ima ratio del orden jurídico .. .'' (Fallos:302: 1149: 303: 1708: 322:9 l 9) que procede sólo a partir de una 
reflexión efectuada con sumo grado de prudencia. cuando l. reougnancia de la ley interior con la norma 
calificada de uprema re ulta manifiesta y la incompatibilid1d inconciliable, en partirnlar cuando se trata de 
enjuiciar actos que uponen el ejercido de facultades que la Ley Fundamental asigna con carácter privativos a 
los otros poderes. pues como también ha dicho la Corte nac onal ''del juicio prudente de los magistrados en 
tomo de los alcance de u juri ·dicción es de donde cabe e ¡>erar los mejores fruto en orden al buen gobierno 
de la Nación" (Fallos:31 O: 112:324:318). 

En razón de lo expuesto, corre pande emitir un juicio adve-so a la inconstitucionalidad de la normativa en 
cuestión. 

En suma, de acuerdo con el criterio reseñado. una regulaci(. n de honorarios realizada conforme :i la pautas de 
la norma arancelaria (art. 32 de la Ley 6767) y del ar1ículo -72 del CCCN. sólo podrá ..,er mantenida con las 
limitaciones antes propue tas. 

1.7. Proyectando dichas paui.as al "sub judice" surge de las constancias de autos que la Cámara hizo lugar al 
recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la part.! demandada con1ra el decreto del Juez de baja 
instancia -que a su hora ordenó que se practique nueva liquidación manteniendo el mon10 del jus c. tablecido 
en la regulac ión del honorario y se apliquen. en su caso, intereses conforme a lo allí ordenado (f. 58)­
confirmando, en con ecuencia. los rubro contenido. en la planilla de f. 52 -cuantifk.idos egún el valor de la 
unidad jus vigen1e entre el O 1.05.2009 (según Acordada de esta Corte del 24.06.2009. Acta Nro. 24, punto 3) y 
el 31.08.2009 (según Acordada del 09.09.2009, Acta Nro. 39, punto 3)-. de confommlad con el artículo 32 de 
la Ley 6767 y su modificatoria Ley 12581, expresando en los considerandos que respecto al rubro intereses 
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moratorios sólo a partir de la constitución en mora del deudor nace el derecho a aplicar los mismos (fs. 
82/82v.). 

De tal modo, de co11formidad con las directi vas trazadas, este proceder de la Alzada no implica desconocer la 
vigencia de la Ley 25561 que mantiene la prohibición indexatoria, motivo por el cuaJ el pronunciamiento no 
resulta descalificable desde la óptica constitucional. 

Por todo lo expuesto. voto por la negativa, con costas por su orden (arts. 250 CPCC y 13 Ley 7055). 

A la misma cuestión. el . eñor M in isrro doctor Netri dijo: 

1. En las presentes actuacionc se encuentra en debate si la liquidación del honorario profesional regulado de 
conformidad con el artículo 32 de la Ley 6767 (texto según Ley 1285 1 ). desconoce la vigencia de una norma 
federal como la Ley 23928 (y sus modificatorias) en cuamo cstablect la prohibición indexatoria. 

2. Como paso previo al ingreso en el anál isis de la cuestión. se impone recordar la imeterada doctrina del más 
Alto Tribunal de la Nación en el sentido de que la declaración de inconstitucional idad de un precepto de 
jerarquía legal constituye la más del icada de las funciones susceptibles de encomendarse a un lribunal de 
ju Licia y configura un acto de suma gravedad institucional aue debe ser considerado como ''última ratio" del 
orden jurídico (Fallos:302: 1149: 303: 1708: 322:919, entre o ro<.;): debiendo optar-;e. de entre la~ di tintas 
interpretaciones posibles que ofrece una norma legal, por aquella que respalde , u validez, pues constituye un 
principio den1ocrát ico esencial que las leyes dictadas de acuLrdo con los mecanismo~ previstos en la 
Constitución, gowo de presunción de legitimidad que opera plenamente y que su posible nulificación obl iga a 
ejercer dicha atribución de revi ión constirucional con <iobriedad y prudencia. y únicamente cuando la 
repugnancia de la norma con la cláusula con, titucional sea ffanifiesta, clara e indudable. 

3. En ese marco de reflexión cabe señalar, en primer lugar, que el legislador provincial ostcma competencia 
constitucional -por tratarse de una potestad no delegada al fa tado nacional (an. 121. Const. ac.)- para dictar 
normas relativas a honorarios profesionales. como una faceu del ejercicio del poder de pol icía sobre las 
profesiones regladas o liberales en el orden local. 

En ese cometido, el legislador santafesino ha establcc1do en el anículo 32 del la Le) 6767 -de acuerdo con la 
modificación que introdujo la Ley 12851- un sistema aplicable a la regulación de honorario'I de abogados y 
procuradores compuesto por disuntos mecanismos, a saber: 

Primero. insticuyc para el cálculo del honorario profesional un módulo de referencia o unidad de medida 
denominada "jus" -valor equivalente al do por ciento (2 %) Je la remuneración correspondiente al cargo del 
Juez de Primera Instancia de Di. trito. a pubhcar periódicamente por esta Corte Suprema-. exigiendo que toda 
regulación de honurarios contenga el monto expresado en pe ·os o moneda de curso legal y la cantidad de 
unidades jus que dicho monto represente a la fecha de la resc luc ión; para luego disponer que el pago deberá 
realizarse por la cantidad de unidades ju conLenidas e1 el auto regulatorio según su \ alor vigente al momento 
del cumplimiemo. 

Allernativamcnte, prevé la actualización monetaria del mon o de la regulación expresado en pesos por 
apl icación de los índices de precios al consumidor, en caso qJe dicho procedimiento "e encontrare previ to en 
la legislación de fondo (circum>tancia que hoy no sucedr) y 1empre que al tiempo del pago el honorario 
obtenido mediante dicho método re unara mayor que el equiva lente a la cantidad de un idadc'I JUS. 

Finalmente, deja reservada a la razonable prudencia de los j 1ece · la fijación del interes para aplicar en el 
supuesto de mora -hasta un máximo equivalenre a una, el y media la tasa activa capitalizada del Nuevo Banco 
de Santa Fe S.A. para operaciones de descuento de documen o·-. el que erá dio:;pue ·to ten iendo en cuenta la~ 
vicisitudes del mercado, el valor adquisitivo de la moneJa y el carácter alimentnrio del honorario profesional. 
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4. Por otro lado, es sabido que la Constimción Nacional expresamente confiere al Congreso de la Nación la 
facultad de lijar el valor de la moneda y de dicrar la legblac1ón de fondo -alrihución que comprrnde la 
potestad de regular el contenido y alcru1ce de las obl•gadonc~-- como del mismo mo<lo -.,e lo prohíbe a las 
provincias (arts. 75. inc ·. 11 y 12, y 126 de la Constitución ac:ional. respecti vamente). 

En tal contexto la Ley 25561. -;i bien derogó el régimen monetario de convcrt1hilida<l impuesto por la Ley 
23928, no modificó en lo sustaJlcial lo artículos 7 y I O de dicho cuerpo normativo. manteniendo para las 
obligaciones de dar !-urnas determinadas de pesos la directi\ a de que el deudor cumple su ohligaci6n dando el 
día de su vencimiento la cantidad nominalmente expresada v la prohibición de acn1ahzaci6n monctnria, 
indexación por precio . . variación de co to. o rcpotenciació1 de deudas. 

De tal modo, rige de. de el año 1991 el mentudo "prindoio nominali ta" que veda la posibi lidad de modificar 
la suma histórica determinada del capital de lc.~ deudas dinc~aria-,. el cual por lo demas ha sido reiteradamente 
convalidado por la Cone Suprema de Justicia de la Nación tFaJlos:329:385: 333:447: 339: 1583). 

Sin embargo, frente a la posible co lisión de dicho principio con la realidad económica como consecuencia de 
una progre iva y ignificat iva devaluación de la moneda nacional, la doctrina ,e embarcó en la tarea de 
redefinir el alcance del nominali~mo en la actual idad. e~tablecicndo un deslinde entre los mecanismos 
recompositivos que re ulten compatibles con el sistema legr I de aquello. que pueden cal iíicar,;e c:omo 
prohibidos. 

Se ha propuc to. como catego1 ía de diferenciación general, que lo métodos de recomposición que el 
ordenamiento prohíbe son los directos (actualización munet:lria por índices de precios: cláusula~ de 
estabilización) admniendo, en cambio, los indirecto!-., entre os cuales se cuentan la ta-;a de inten.!~ moratoria y 
el reconocimiento de obligaciones o deudas de valor (v. por todo . . Trigo Represas. F61ix A .. "La ley de 
convertibilidad a un ru"'lo y medio de su vigencia". L. L. 199::!-D -1081 ). 

Sin duda el concepto de obligaciones de valor adquiere su na tra cendencia donde nge un i tema 
nominalista y existe, a la vez, una significativa inflación. En efecto. la obl igaciones de valor han sido 
reconocidas por la doctrina y la jurisprudencia desde hace mucho tiempo y han cumplido un rol fundamental 
en contextos inflacionarios. Actualmente dicha categoría ha sido incorporada en el artícu lo 772 del Código 
Civil y Comercial de la Nación, di posición que debe considerarse como pauta hermcneútica de mterpretación 
nom1ativa incluso en aquellos ca os que se encuentren fuer.. de su ámbito temporal de aplicación. pues es 
público y notorio que en este tópico el nuevo digesto ha reccptauo y pla<;mado en el uerecho común una 
solución que la doctrina y la jurisprudencia venían aplicand > durante muchos año .. 

Con arreglo a dicho dispositivo legal. la obltgación de valor. mientras e. tal. permanece al margen del 
nominalismo por cuanto lo que se debe no e· un quantum o cantidad. sino un quid. un valor o una uti lidad 
abstracto . no obstume que en algún momento lo adeudado Jeha ser referido necesariamente, en t~rminos 
comparativos, a una porción de bienes, generalmente a la moneda por ·er el común denominador de todos lo. 
valores. Una vez producida tal cuantilicación en dinero. se transforma en una obligación dineraria y se le 
aplican las normas re pectivas, incluyendo la prohibición de indexación contenida en la Ley 23938. Se trata de 
lo que se ha dado en llamar un "valorismo atenuado" (cfr. O sola. Federico A .. en "Código Civil y Comercial 
de la Nación comentado", dirigido por Loren1..eni, Ricardo L., 2015. T. V. p. 156). 

5. De cal manera, corresponde determinar si el sistema dise11ado en el artículo 32 de la ley de honorarios 
guarda coherencia con el resto del ordenamicmo jurídico. 

Y bien, mas allá de quedar descartada en el presenle la posibilidad de actualirnción monetaria del monto 
regulado por aplicación de índices de precio (preví ta en In primera parte dt::I párrafo Si del artículo 32 de la 
Ley 6767 modificada por Ley 12851 ). urge diáfano a e. ta .tltura del análi i que el di eño normatirn elegido 
por el legislador provincial en ejercicio de su~ facultades con ·titucionalc., wvo como propó. ito di recto 
preservar la integridad de la remuneración de los profesionales del derecho, imbricando al honorario en la 
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categoría de las llamadas "deudas de valor" e instituyendo el módulo o unidad "jus" como valor de referencia 
para el cálculo. 

En efecto, la finalidad del artículo 32 !le encuentra justificadJ en la particular naturaleza. como así, en la!, 
vicisitudes que atraviesan los honorario!. de los profcsionalc~ del derecho desde su regulación hasta su efect ivo 
pago, ello en virtud de las contingencia procesales a las que están !,Ometidos. especialmente en u instancia 
recursiva, y que lo · singularizan respecto al mecanismo de pi.!rcepción de emolumento!. de otras profesiones 
liberales. pues la práctica forense demuc traque se. U!.Cilan Jisümos imponderables. mucho-. ue ellos que 
escapan al marco de voluntad del profesional acreedor de In mismos. por los cuales no se pueden realizar o 
efectivizar de un modo contemporáneo al momento de la regulación. 

A lo que se suma el hecho de que obre los honorarios sólo ~abe computar interc es moratorios y. conforme 
lo ha sostenido reiteradamente este Tribunal, el punto de par ida para su cómputo lo constituye la mora del 
deudor, que se produce "ipso iure" de de que queda firme la regulación respectiva al resultar exigible el pago 
de la obligac ión (A. y S .. T. 166, pág. 264: T. 156, pág. 416: T. 96. pág. 203: en igual -.entido. Fallos: 
327: 1827: 324:375: 318:213. entre otros). para lo cual será nl!cesaria su notificación al deudor. 

Por otra parte. ln idea interpretativa de que el honorario profesional constituye una de las denominadas deudas 
de valor, ha sido receptada algún tiempo atrás por la Corte S 1prema de Ju ticia de la ación (Fallos 308:2060, 
del dictamen del Procurador Fiscal, al que remne el Tribw,al). 

Es preciso añadir, además, que el disposit ivo local no resultu un hecho novedoso ni mucho menos aislado sino 
que ha sido adoptado -con matice diferenciales- en gran par-e del país (v. gr., Lcye · 5568. 7046, 9459. 5134. 
de las Provincias de Corriente . Entre Ríos. Córdoba y de la Ciudad Autónoma de Bueno~ Aircs. 
respectivamente: Decreto ley 8904n7 de la Provincia de Burno!, Aires. entre otras). lo que denota un consenso 
de criterio que. si bien no !>e pretende hacer valer como pautr última de fundamcntaciún. en c.:ambio, no se 
puede soslayar como dato sociológico-normativo a ponderar 

Tampoco está de más recordar que en nue tra Provincia coc'(isten diferentes unidade de medida bajo el 
nombre de "unidad jus" (p. ej., para determinar las competencias cuantitativa y recursiva. el monto de 
sanciones disciplinarias y de la suma a depositar como requi~ito para la viabilidad de la prc~l.!ntución directa 
ante e ·ta Corte: art!.. 8. 43 y 223 inc. 1. LOPJ ) art. 8 Ley 70 · s. rc!:,pectivamcnte) que. en tanto meros valore!) 
de referencia, impiden el dc!,aju~tc por el tram,curso del tiemoo y evitan la necesidad de continua!. 
modificacione!. legale . 

Como corolario de lo expue ·to, cabe 'ubsumir al honorario profe ional dentro ue la c.ategona de las deudas de 
valor que, de confom1idad con el artículo 772 del Código C1 ,¡1 y Comercial de la Nación. no -.e encuentran 
alcanzadas por la prohibición de indexar sino hasta que se cuantifiquen en dinero. 

6. Sentado ello, resta establecer el momento de de el cual debe operar la convcr ión de la deuda de valor en 
deuda de dinero. a partir de lo cual re'>uhará alcanzada por el p~mcipio nominalista. 

Sobre el particular el anículo 772 del Código Civil y Comercial no prevé un criterio e. pct:ífico, dada la 
amplia gama de situaciones que pueden presentarse en la prá..::tica, lo que abre la posibi lidad u los jueces de 
interpretar qué solución se impone como má razonable y juc.ca. 

A su vez, el artículo 32 de la ley arancelaria establece que "el pago será definitivo y cancelatorio únicamente 
si se abona la cantidad de pesos o moneda de curso lt!gal que resulte equivalente a la cantidad de unidades JUS 
contenidas en el auto regulatorio. según ,u valor vigente al n omento del pago" . 

Pues bien, si se interpretara esta norma en el sentido ele que ti deuda por honorarios com,titu iría una 
obligación de valor hasta el momento del pago efectivo -a partir del cual recién ~e convertiría en deuda de 
dinero-, ta1 exégesis resultaría lan amplia que tenninaría por de naturalizar el sentido tle la normativa ci, il y 
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comercial. desde que el va lori<;mo de la obl igación arance laria -que e pretende alenuado a tenor del 772 del 
Código Civil y Comercialdevendría a~í prácticamente en ab)oluto y no supera, ía el test de razonabilidad. 

Por otra parte. si se entendiera q~e la con\en;i6n de la obl if ación de\ alor en deuda de dinero op-::raría al 
tiempo mismo ele practicarse la regulación del honorario, se terminaría por prescindir de la finalidad y de los 
objetivos plasmados por el legislador provincial en el an,cu o 32 de la ley arancelaria. atentándo:-.c contra la 
eficacia del precepto al tornarlo inoperante, lo cual se ins ... rt uía derechamente en un ~upuesto de interprelación 
infiel e inadecuada de la norma legal. 

A mi modo de ver, como allernativa de razonable compatibilización de las distinta'i norma:-; en juego en clave 
optimizadora, la referencia del anículo J2 de la ley arc1ncelaria al "momento del pago" debe cmenc.lerse en el 
sentido de que el sistema de obligación de valor instil11ido por medio de la unidad "JU'i" debe regir hasta el 
momento en que di~ho "pago" de la obligación por honorarios resulte exigible: c. dcur, que la conver ión en 
deuda de dinero se producirá al quedar firme la regulación respectiva. interpretación que confiere a la norma 
en cue tión un sentido acorde con la Carta Magna al lograr m justo equilibrio entre las normas arancelarias y 
las que prohiben la indexación. 

En efecto. esta solución tiene la virtud de encajar en el '\alorismo atenuado" receptado en el nuevo digesto 
civil y comercial -no alcanzado por la prohibición indexatoria-. como asi'lli mo de atender a la naturaleza y 
características de la modalidad de percepción de los honora, ios, en línea con el propo'iito del legislador 
provincial de mantener incólume la propiedad del crédito al mentario: toda veL que al coincidir el momento 
de la transformación de la obligación de valor en deud.1 de dinero con el del inicio dt'.'l cómputo de los 
intereses moratorios. la integridad de la remuneración p,1sar i desde entonce. a ser re'iguardada por la tasa de 
interés -para cuya fijación, corno se vio, debe atenderse a la, vicisitude~ del mercado. el valor adquisitivo de la 
moneda y el carácter alimentario del honorario profesional-. evitándose de tal modo una superposición de 
mecanismos indirectos de recomposición del capital y sin v,.ciar de contenido a las pautas normativas 
atinentes a la determinación del interés moratoria aplicable. 

7. Con el alcance expuesto, el medio empleado -institución de la "unidad jus" - luce en principio razonable. 
justificado dada la naturakLa y caracceríslicas de la modalidad de percepción de los honorarios. erigiéndo. e 
como un modo de mantener incólume la propiedad del crédito al imentario y, en dicho sentido, huy un 
equilibrio o legítimo apego al texto con. titucional que. además del principio de jerarquía normativa y el 
reparto de competencias, consagra la garantía de propiedad ¡ la protección del trabaJO profesional. 

Ello sin perjuicio. claro está, de que al momento de justipreciarse los honorarios corresponda reducir 
equitati vamente el arancel legal. con arreglo al principio de proporcionalidad entre la retribución y la 
importancia de la labor cumplida consagrado en el artículo 627 del Código Civil (sl'.'gún Ley 24432) y en el 
artículo 1255 del Código Civil y Comercial -exlremo que la recurrente no se ha e. for,ado por demostrar como 
configurado en el caso. no re uhando suficientes sus mera<, 1firmacione"> acerca de la existencia de 
arbitrariedad o afectación de garantías fundamentales-: o de la aplicación. ya al tiempo de intenrnrse el cobro 
del honorario regulado y en caso de corresponder. del principio de la realidad económica de acuerdo con el 
artículo I de la Ley 24283, o bien del tope previsto en el articulo 505 del Código Ch il (según Ley 24432) o en 
el artículo 730 del Código Civil y Comercial según corresponda. 

8. Trasladando dichas pautas "al sub examine". surge de la constancias de autos que por resolución de fecha 
16.03.2009 (f. 46). en lo que aquí interesa, el Juez de baja instancia reguló los honorarios del abogado del 
demandado por los lrabajos desarrollados de de la interposidón de la demanda y ha-,1a el desistimiento del 
proceso en la suma de S 2.46-l.96 equivalente a 16 ju!>;) fijt el interés moratorio en el equivalente a la tasa 
aplicada por el Banco de la Nación Argentina en sus operac ones de de,cuento de dm:umento a treinta días. 
sin perjuicio de su ulterior revisión. 

Dk ho auto rcguJatorio fue notificado a la parte actora -condenada en co~tas (f. 37)- el 08.06.2009 (f. 48). 
qu ien no interpuso recurso alguno en el tém1ino respectivo, quedando firme la regulación a pari ir del 
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vencimiento de dicho pla-1.0. 

De modo que, de acuerdo con lo considerado precedentemente. el fallo de la AJzada. en cuanto aprobó la 
planilla de foja 52 de liquidación de honorarios -cuantificado · c;egún el valor de la unu.lad ju vigente entre el 
01.05.2009 (. egún Acordada de esta Corte del 24.06.2009. Acta Nro. 2--l, punto 3) y el 31.08.2009 (según 
Acordada del 09.09.2009. Acta Nro. 39. pw1to 3)- y aclaró q 1c los intereses debían computarse desde la mora. 
no re ulta descalificablc desde el plano constitucional. 

Por todo lo expuesto, voto por la negativa. 

A la misma cuestión la señora Mrnistra doctora Gastaldi dijo: 

La norma arancelaria local (art. 32 Ley 6767, texto según L~y 12851) instituye con la denominación "Jus" a 
un "módulo" consistente en la unidad de honorario profcsion:il del abogado o procurador. como e4uivalemc al 
porcentaje del dos por ciento (2 lk) de la remuneración total -deducido los adicionalc~ porcentuales 
particulares- a~ ignada al cargo de Juez de Primera Instancia de Distnto de la Provincia de Santa Fe. Tal 
módulo reconocerá entonces variación egún las modificacicnes o incrementos de las remuneraciones de los 
jueces. como surge del texto expreso. 

Lo que está aquí en discusión es si dentro de las potesLades constitucionales de las provincias para legislar en 
materia de regulación de honorario , re ·ulta admisible el e Lablccimienlo de módulo, a fin de justipreciar la 
labor del ejercicio profc!)ional de lo · curiale . 

En tal sentido. di ver as pueden ser 1~ razone<; o mouvos de legislador al haber acudido a fijar en módulos la 
regulación profc':iional. Como distrnta pueden ·er las tinalid1dr<; prácticas que pudieron hnher incidido para 
asumir tal criterio (v.g.: simplificación de trámites. duración Je los proceso!), litigiosid.1d. e!)qucmas 
recursivos, etc.). Y -en principio- no se demue tra ni se adviene que el Poder Legislativo de la Provincia 
hubiera quebrantado de tal modo alguna prohibición, ya que pudo "álidamente -como lo hizo- di~poner que la 
regulación se practicara por vía de módulos. En tal sentido p1.1ede mencionarse que el sistema de módulos e!) 
pacíficamente .iceptado en materia tributaria provincial parad cálculo del Impuesto di.! Sellos establecido en el 
Título rn, Libro Segundo del Código Fiscal, enunciándose lo impones en dinero y cumas fijas a tra\'é!:I de 
Módulos Tribuiario (MT). 

Ahora bien . . e ha cuestionado la aplicabilidad de e tos módulo~ como cnterio regulaturio. s0steniendo que 
por tal vía se establece un instrumento indexatorio prohibido por la · leye . Adelanto 4ue el pretendido efecto 
indexatorio no se demuestr::i ni se advierte en el caso. 

Es que, en primer lugar cuadra s;eñalar que nadie pone en tel.l de juicio que e tán prohibido~ y proscriptos los 
mecanismos indcxatorio · y.en consecuencia. cualquier procedimiento que conduzca a uicho efecto no podría 
ser convalidado por razones de orden público. En el mismo orden de cons1derac1one~. cahe dejar sentado que a 
tenor de lo di_ puc to expresamente en el texto de las Leyes 23928 y 25561. sus dispo\1ciones -prohibitivas de 
indexar y de orden público e inderogables- tienden a C\tlar lé' aplicación de índices generaliLados con aptitud 
expansiva sobre todas las Lransaccione~. Y con eUo evitar lov pc(udiciale:') efectos macrocclmómico de las 
espirales inílacionarias. Desde ta l perspectiva, considero que no cualquier ajuste o rccumposi iün se 
desea! ifica por ~í mismo, ino que -en principio- para con lle, ar un efecto inctexaLorio. requeriría de la 
aplicación dr índices generaJizados. Y desde e~te a pecto no se advierte que el módulo o valor de referencia de 
la regulación profesional suponga la aplicación de elementos indiciarios. En efecto, e-.. claro que las 
remuneracione~ de los jueces y sus incrementos no re ponde 1 n ninguna pauta 111dicia11a c-;tablc:cida. sino má-; 
bien a actos d.! naturaleza política e institucional y a cxi~enc a., presupue taria, Sin que puedan dcscartar ... e 
contingencia~ n.:,auvas a que pcrmane¿can invariados en cieno, períodos. 

Y más aún, no puede dejar de mencionarse que las unidades ju,; o similares son ampli.tmente aceptada~ para 
determinar competencia cuanlitattva. o recursivas(, idc art . 12. 14. 17 y n. de la Ley 1285 '}. unidade!-. que 
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Lambién son ulilizadas por otras leyes arancelaria. provinciale~ (vide art. 9, Ley 890-4 de la p~O\ incia de 
Buenos Aires). Y no se ha ent1!ndido que provoquen d1stor ión inflacionaria. Lo cual se explica por la 
circunstancia de que la indexación impon a recomponer uniJadc~ de medida a partir de determinados valores 
indiciarios y en base a los períodos establecido~ en lo!I que 1ahra de practicarse. De allí que ucl,·n atribuirse 
como sus principales rasgos los caracteres de automátka, mecánica y no impredecible (ver en tal sentido el 
"Diccionario de Términos Económico y Financiero~ del B C.R.A.", donde se define a la indexc1ción como un 
mecanismo mediante el cual los precios o los pagos de un contrato se ajustan para reflejar la , ariacione del 
índice de precio,). 

Conforme a lo desarrollado en precedencia. las alegacione!- de la recurrente no logran demo trar que la 
disposición arancelaria local (art. 32 de la Le} 6767, tc.: >-.10 egún Ley 12851 ) encuadre manifie!',tamente en un 
supuesto con vlftuahdad indexatoria y prohibido por Ir. ,egi•ilac16n nacional. máxime cuando -de acuerdo con 
las conocidas reglas de intcrprelación de la Corte federal- " ... es propio de la tarea judicial inJagar !.obre el 
espíritu de las leye · más que guiar e por el rigor de la!', phla:xas con que ellas están concebidas (!=anos: 
308: 1664), procurando que la norma armomce con el orden1micmo jurídico restante} ll>S principios y 
garantías de la Constitución Nacional. .. " (v. rallos: 312:2075: 324:2 153: 327: 1662. en tre mucho · otros). 

Sentado lo que antecede, considero necesario aclarar que, a estar a las ya aludidas finJlidade prácucas y 
procesales que explican la adopción del sistema implementado. se colige que cuando el tex to lc!!al refiere "ni 
momento del pago". dicha alusión -razonable y contextuahiientc interpretada- upone que el pag.o habrá de 
coincidir con el momento en que se hubieran finiquitado toda las divergencias y comrover ias rc1,pecto a la 
regulación de honorarios mi ma. 

Por lo que en dicha oportunidad las unidades Jus que se hubieren fijado deberán con\'crt irsc por "su 
equivalente en pesos o moneda de curo legal" (v. an. 3: -s..:gundo párrafo Ley 6767. texto se~ún Ley 12851 ). 
estableciéndose de mi modo la suma líquida y exigible que ~orrcsponda. que de no. cr cancelada producirá el 
devengamiento de los interesrs que en cada caso se fijen. 

Ahora bien. no obstante no haber e demostrado ni ad\'et1irse flagrante opo ición a la~ nonna::, federales. no 
pueden dejar de señalarse las complej idades del sistema legal arancelario implicado y las situa<.:iones 
conílictivas a que podría dar lugar ·u aplicación. Sin embargo. como principio inveterado debe decir e que los 
tribunales no tienen entre sus aLribucioncs analizar los crite1 ios de oportunidad o coveniencia o la razone que 
el legislador hubiera apreciado al sancionar la ley. Y sabido es que constintyc un principio democrático 
esencial que las leyes dicLadas de acuerdo con los mecanismos previstos por la Con t11uc ión -nacional y/o 
provincial-, gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente y que supo. ible nuliíicación obl iga 
a ejercer dicha atribución de reví. ión conslllucional con ~ebriedad y prndencia, únicamente cuando la 
repugnancia de la nonna con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable (Cfr. Fallos: 310: 112: 

302: 1149; 303: 1708; 322: 919, enlre muchos otros). 

Conforme lo antes expucslo. la convalidación ele la aplicación de la unidad jus no implica descartar la 
posibi lidad de revisión en supuestos en los que efectivamente se invoque y demuestre por cualquier vía que 
conlleva una prestación patrimonial notoriamente desigual rara supuestos sustancialmente asimilables o que 
suponga una de proporción iJTazonable en la cuantía de las prestaciones (v. í-allos: 313:986. por todos). Mas 
en el supuesto del "sub lite" la recurrente no se esfuerza por demostrar el gravamen concreto que lo decid ido 
por la Sala le irroga, no resultando suficiente la mera alegac ón de que se e tarían af ec;tando us derechos de 
raigambre constitucional. En punto a e. lo último. el Máximo Tribunal nacional ha dic.ho que tachar de 
inconstitucional una ley impone una carga de fundamentar cetallada y exhau!',tivamentc la impugnación: por lo 
que la declaración requiere no sólo el a erto de que la norma impugnada causa agravio sino también la 
demostración de éste, que sirve de fundamento a la impugnación en el caso concreto (Cfr. Fallo!.: 247:387: 
249:51; 303:248: 30-4:849 y 1069: 311:394: 312:72: entre OLIOS). 

Por todo lo expuesto, voto por la negativa. 
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A la misma cuestión. el señor Presidente doctor Erbeua dijo 

En primer t6rmino, corresponde señalar que:: las postulaciones relativas a la aplicación del artículo 32 de la 
Ley 6767 egún texto Ley 12851 no pueden abordarse en térninos de pura abstracción a pan ir del confronte 
de su congruencia con el resto del ordenamiento jurídico que se estima lacerado: ello así, por cuanto la 
temática involucrada engloba una compleja trama de derechos y garantías com,titucionule · que en mayor o en 
menor medida in teman proteger lo di untos preceptos en juego. En efecto: 

1 .1 Desde el marco local ·abido es que la Le) 6767 di pone pautas fijadas para la regulación de lo 
honorarios teniendo en cuenta la import,rncia de los trabajos. su cal idad. extensión y éxito obtenido (an. 4 y 5. 
Ley 6767). 

1.2. Por su parte, la reforma introducida por la Ley 12851 al artículo 32 del mismo ordenamiento estipula que 
" .. . El pago será cancelatorio y definitivo únicamente si . e abona la cantidad de peso o moneda de cur o legal 
que resulte equivalente a la cantidad de unidade · JUS contenidas en el auto regulatorio según el valor vigente 
al momento del pago" (segunda párrafo. 2da. Parte): y agrega, a conlinuación, que: "Bajo la misma ·anción. la 
resolución debení expre. ar también el interés moratorio apli able, el que erá dispueslo prudencialmente por 
los jueces teniendo en cuenra la · vicisitudes del mercado, el rnlor adquisitivo de la moneda y el carácter 
alimentario del honorario profesional . pudiendo alcanzar ha ~a una ve? y media la Lasa activa capital iLada del 
Nuevo Banco de Santa Fe S.A. Para las operaciones de descuentos de documentos" (tercer párrafo). Pre\ 1ene, 
además, que si la ley de fondo a í lo acuerda "resulta procedt.nte la actualización monetaria por apl icación de 
los índices de precios al consumidor confeccionado por el In-.tituto Nacional de E tadística'i y Ccn'OS ( ... ) 
Pero [agrega] si el valor de la unidad JUS e hubiere incremLntado durante el mismo período,corrcspondcn.í 
cotejar ambas cantiuadcs. debiéndose abonar el monto que resulle mayor al tiemoo del pago" (quinto párrafo). 

Asimismo. dbpone que: "A estos fines, los honorarios regul tuos transcurrido un mes desde que se encuentren 
íirmes a petición de los profesionales interesados o de la Caja Forense, potlrán ser actualizados teniéndose en 
cuenta el Úld1cc mencionado en este artículo. La · acrualizaciom•s que se efectúen se computarán para lo 
apones a las Caja Forense y de Jubiladones y Pensiones de Ahogados y Procuradores" ('icx10 párrafo). 

Esta determinación como parámetro de la unidad JUS en la retribución profesional de 1() abogado. y 
procuradores tiene como principal fin mantener los valores e·1 moneda con tan te de la jm,lipt eciación de los 
emolumentos: no cabe duda que intenta cubrir el cnvilccimie·11n de la moneda produclo de la mllación para así 
contribuir a la imangibilidad de los honorarios. 

1.3. Por su partc, el artículo 7 de la Ley 23928, texto según Le) 25561. di pone -reafirmando el principio 
nominalista- que "el deudor de una obligación de dar suma delcrminada de pesos cumple con u obligación 
dando el día de su vencimiento la cantidad expresada. En nin;;1,ún caso e admitirá accual i,ación monetaria. 
indexación de precios, variación de costos o repotcnciación de deudas, cualquiera fuera ,u cau a. haya o no 
mora del deudor. con las ·alvedades previstas en la presente ley. Quedan derogadas la, disposiciones lcgalcs y 
reglamentaría. y serán inaplicables la d1 posiciones conu-actu:lcs o convencionales que cnnu·a, icnen lo aquí 
dispuesto." , cntcrio reafirmado por el artículo 10 que estable..:-: que se mantienen dcrog.1Cb,. con efecto a 
partir del I de abril de 1991 "todas las nom1as legales o reglaml!ntarias que establecen o autorizan la 
indexación por precios. actualiLación monetaria. variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación 
de deudas. impuestos, precios o tarifas de los bienes. obras o ,crvicios". 

1.4. Asimi mo, cabe tener en cuenta lo dispue to por la Ley '1,1cional 24432 que limita el momo de lo!-. 
honorarios de lo:-. abogados al 25 'lo del momo de capital mas i111ereses (art. 730 CCyC): a lo que debe sumarse 
las pautas de adecuación del arancel a In labor cumplida por el pre tador del ervicio y la direcr1va impuc..,ta a 
los jueces de ' reducir equitativamente el precio por debajo dd 'valor que re ultare de la aplicación estricta de 
los mínimos arancelarios tocak'i, si ésta última condujer~ a una evidente en 111jus1iricaúa ch proporción l!ntre 
la retribución rc1iultante y ta imµortancia de la labor cumplida ( a1"L. 1255 Código Civil ) Co1T'ercial de la 
Nación). 
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1.5. En el desam>llo de todo el contexto jurídico involucrado en la materia no puede pcrdcrsc- de vista la 
naturaleza alimenlaria del honorario profesional, reconocida por la ley. la Corte nacional (L. L. 1990-B, 186: 
Fallos:294:434: rntre otros) y la doctrina autora!. 

1.6. Como último dato. la vigencia de la real idad económicJ es insolayable en este tipo de análisis con el 
agregado del respeto de la lógica que gobierna a e~os fenómenos jurídicos que la aprehenden y que no pueden 
ser abarcados sólo a través de proposiciones y técnica Jurídica~. Su quiebre podría traducir 1;imultáneamente 
en un meno ·cabo a la integridad del crédito del acreedor o al derecho patrimonial del deudor. 

Más de una vez. el Alto Tribunal de la Nación ha acudido a la "realidad económica' para descalificar aquellos 
pronunciamientos que siguiendo los índices de actual ización avalaban la distorsión a la que ellos conducían, 
resallando la necesidad de realizar un examen circunstanciado de la "realidad económica". máxime cuando el 
resultado obtenido se vuelve objetivamcmc lílJ.JSto. el cual debe . er dejado de lado en tanto d:cha "realidad" 
debe prevalecer sobre abstractas fóm1ulas matemáticas (c.:fr. Fallos 308:815, causa: P. 325XXI! , "pronar SAMI 
c. Buenos Aires. Provincia de ·. Daños y Perjuicios, 13.2. l ~90 -E.O. 137-429: C.96 XX fll . "Cukierman. 
Moisés s. Sucesión, 11.09.1 990 -ED. 140-299): 1. 102 xxm. "flkin. Mario C. Ama)a. Ornar Guillermo y otro. 
5.11.1991: "Miere viuda de Rodríguez Robcrlü. María Luz c. Ameghino. Eduardo ) otro. del 20.12.1992: 
"Yacimientos Petrolíferos Fiscales c. Provincia de Corrientes y otro", del 3.3. 1992, entre otros). 

2. La descripción así anunciada propone -como ya se dijo- Jna pluralidad de normas. cada una tuteladoras de 
principios de alla jerarquía. 

Así, por un lado. es de toda evidencia que algunos preceptos pretenden evitar cualquier escapada inflacionaria 
y mantener la moneda constante; en este aspecto. se enlaza también la fuerte vigencia de la realidad 
económica arraigado en la juri prudencia de la Cone nacional y provincial. respectn amente. 

En un segundo orden, subyacen preceptos que a piran a otcrgarle un fuerte grado de racionalidad y 
proporcionalidad al honorario de los profesionale en pleito al limitar su justipreciación teniendo en cuenta la 
pretensión principal~ en este plano no son poco los panime ro que ·e establecen para valorar "per e" el 
trabajo profesional. 

Y finalmente, el entramado de normas se completa con el i•llento de resguardar la retribución profe ional del 
impacto de escalada! inflacionarias, con aquella no poca impronta de u carácter alimentario. 

Así. surge evidente que la norma sancionada por d legislador en ejercicio de sus facultades constitucionales 
tuvo como propó ilo inmediato mantener incólume la integ, idad del honorario profesional y. de de tal 
per pectiva. no ·e adviene que el dispositivo legal aparc7ca en flagrante oposición a normas federales o 
configure en si mi mo un mecanismo con vi rtualidad indcxatoria y prohibido por la lcgi~lación nacional. Y 
sabido es que constituye un principio democrático esencial que las leyes dictadas de acuerdo con lo~ 
mecanismos previ tos por la Conslitución -nacional y/o pro 1 incial- gozan de prcsunc ón de legitimidad que 
opera plenamente y que su posible nulificac16n obliga a eJc1cer dicha atribución de rc\'i ión constitucional con 
sobriedad y prudencia únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula comti tucional sea 
manifiesta, clara e indudable (Crf. Fallos 31 O: 112, 302: 1 149 entre otros). 

3. Sin embargo, ello no implica desconocer que la apl icación sine die del artículo 32 de la Ley 6767 podría 
favorecer a un mayor contexto inflacionario o derivar en un de. equilibrio que afecte la debida 
proporcionalidad entre la pretensión principal y el honorario profes ional que configure un -;upucsto de 
enriquecimiento abusivo o indebido. 

4. De manera entonces que la preeminencia de una u otra norma no es la solución que debe acordarse en e tas 
disputas jurídicas; aquí el análisis del "caso" es la pauta mfu. segura para anihar a una justa solución de la 
controversia. 
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En efecto. en el "sub examine'' la labor desplegada por los curiales no ha sido técnicameale compleja ni ha 
demandado una actividad profesional de magnitud: concretamente, de las constancias de autos surgl! que a) la 
demanda que da origen a lo!. pre ente es un apremio municipal por deuda de Ta. a de Inmueble: b) la 
contestación del demandado se apoya en la excepción de pago total de la deuda por haber e cancelado 
íntegramente el convenio de pago que se pretendía ejecutar; .:) el litigo se resuelve, en definitiva. por la 
presentación de un desistimiento por parte de la actora. a la cual la demandada presta conformidad bajo la 
condición que las costas sean soportadas íntegramente por la accionante: por tan lo. no hubo en el proceso 
despliegue probatorio alguno. re ultando suficiente la docutremal obranle: d) al solic lar e la re pecuva 
regulación de honorarios prof csionales. se loma como base l,l I iquidación acompañadJ por la aclora ( f. 41 ). 
esto es. S l 3.-+6 1.60 y por aplicación de las e!)calas del artícu o 6. Le, 6767. previa coll\ ersión al \ alor jus S 
154,06 fija un arancel de .. 2464,96 para cada parle, con mas un 1n1erés moratorio -suJcto a reajuste 
jurisdiccional- conforme la tasa que apl ica el Banco Nación '.\rgentina en ·us opcrac.:ione de descuento (cfr. 
reg. de 16.03.1009, fs. 46). 

Ahora bien, la cuestión que origina el presente recur~o e u·il a en la planilla de liquidación formulada por el 
apoderado de la demandada el 03.09.2006 (f. 52), en la cual detalla el monto correspondiente a sus honorarios 
indicando la !-.uma de S 284 7 ,04 ( 16 jus ül vaJor de S 177.94) y ·obre la cual solicita judicial aprobación -en 
tanto no se formularon impugnaciones-; el juzgado intcrviniLnte ordena practicar nue,a pianilla re~petando el 
monto del jus c. tablecido en la rcgulacion de foja 46. frente ., lo cual el apoderado im<.:rpone re\Qcatoria y 
apelación en subsidio. siendo rechazado el primero y concedida la apelación: expresan agravios ambas panes 
(fs. 68170v. y r 73/74v .. respectivamente), dictándose en cor secuencia la sentencia de Cámara que acoge la 
pretensión del apelante. 

5. De ello surge con toda evidencia que cualquiera sea la ta~a de interés por mor::i que se le upliquc al 
honorario convertido bajo el parámetro del jus al momcmo del pago. los emolumento,. en el mejor de los 
casos, arriban a una suma irrazonable en comparación a la hé..sc económica de la liqu1uac i6n acompañada por 
la actora para determinar la retribución (f. 46). 

6. Se advierte. en consecuencia. que subsumir el "caso" en d artículo 32 de la Ley 6767 lrac con~igo la 
confiscatorieclad del derecho patrimonial del ahora recun-cntL, a la par de un enriquecimiento indebido del 
acreedor y hasta un abuso del derecho. que no puede lolerarsc desde el linaje constituc,onal. hab ida cuenta que 
la cuantificac1011 de los honorarios di puesla por el Tribunal ·10 responde a ningún parametro jurídico. como lo 
e la importancia de los rrabajo ·. su calidad. extensión y éxito objetivo (arts. 3. 4, 6 7} e.e .. ley cit. ) y menos 
aún a lo prínctpios de raLonab1lidad y proporcionalidad y qte. a no dudar. son e tándare~ de 1nelutlible 
vigencia que deben guiar al juez en la tarea de justipreciar lo emolumento profesionales. 

A fuerza de insi tir con algunos concepto. la solución del ca\o no debe buscarse med1::m1e una ciega y fría 
aplicación de lo· silogismo que contienen do normas en puJ_~a: aquí e impore una ,elección a.xiológica 
fundada en la JU 'Licia del ca. o concreto, siendo claro el paraaigma de la Corte nncionul en el senuclo que no 
existe una recta administración de justicia cuando los jucce!. 1plican la ley mecánicaml.!nte v con ab~tracción o 
indiferencia por las consecuencias que esa apl icación tiene p.tra lrui pru1cs y. de un modo dist11110 pero no 
menos tra cendentes. para el cuerpo social todo (CSJ \! in re: 'Decavial S.A. c. D.N.\ 19.08. 1999. L. L. 
2001-0, 455: íh. en: Chammás. Eduardo T. y otro c. Bancn ~ocial de Córdoba", 07.10.1982. L. L. 1983-C. 13 
-DT 1983-B, 055- ele 102.292). 

Que la pauta del artículo 32 de la Ley 6767 no puede sino ser interpretado desde el contexto de la¡., normas 
constitucionale . . las peninentes de la legislación civil (an. 1 U? 1. seg. pane y 907) y 1.i, propia!) del sistema de 
la ley arancelaria. entre las que cabe destacar las di po~1ciom,; de lol.i artículos 3. -i. 6. 7 y concordantcs de la 
Ley 6767, en tanto una correcta hermenéutica de la ley de arw1reles exige al intL rpretc re~pern r lo~ prin( ipios 
ele razonabil idad y proporcionalidad. put!stO que la aplicación mecánica e irreflexiva ud on.Jenamicnlo 
arancelario puede conduci r a resultados ax iológicamcnte dis\alio o·. circunstancia que impone extremar lo 
recaudos tendentes a evitar su concreción práctica asumiendo que el sistema po ·it ivo en u conjunto se 
encarga de flexihil izru· us dc~ignios y en cierto modo rclativ rnr su imperalivid1d al ton. agrar pautas de 
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co1Tecci6n especialmente destinadas a evitar lr•s eventuales excesos que pueden derivar de cualquier 
aplicación matemática y no jurkfü:a. 

Es tarea del propio juzgador la de proponer hermenéuticas que aseguren a los proresinnales una retribución 
justa en los términos del artículo 14 bi de la Con5tiruc1ón nJcional y ello es motivo suficiente nara expulsar 
del mundo juríd1< u Jquellas regulac1oncs que ya sea por ins,gnificantcs o e casa'> rl!pugnen esas elementales 
pautas de dignidad y equidad. pero también aquella!> que luzcan desorbitadas y e inscriban como 
conculcatorias del derecho de propiedad que le asiste al deudor y que, claro está, también gozan de amparo 
cons1itucional (art. 17. CN y 15. Constitución provincia,}. 

Así, las cosas el caso impone. que se prioricen valores y pnncipios superiores por sobre la apl icación de 
ordenamientos jurídicos que e contraponen y se neutra lizar en el caso. dando paso -como ya sr dijo- a la 
razonabi lidad y p::-oporc1onalidad que nace del anículo 1255 del Código Civil y Comercial de la Nación; é te 
aparece como el procedimiento más ajustado para eliminar los efectos distorsionantes que pueden anidar las 
leyes en cuestión J' proveer, álidamente a uní' .egL1lación digna y prudente (vid. "Tamagnone. Jorge A .", del 
25.11.2001. T.S.J. Córdoba. auto 490). 

En deftnitiva, In correcta elucidación de la temática que aquí se debate no admite confonnarse con la mera 
aplicación de uno u otro texto legal ino que impone al sentenciante abordar la necesaria armonización del 
ordenamiento arancelario en su conjunto, el espíritu que lo preside y los principios de razonabi lidad. 
proporcionalidad y equidad que imperan en la materia, asumi~ndo con responsabilidad y prudencia el cabal 
ejercicio de la f .. culLad que confiere el artículo 1255 del Código Civil y Comercial de la \Jación. 

Colofón de lo expuesto es que la omisión de los estándares jurftlicos reseñados má<.; arriba para la adopción de 
una regulación de honorarios que re ponda a los mandato constitllcionales de titu)C al pronunc1amiento de 
fundamentos y, por ende, debe ser anulado como acto jurisdiccional válido. debiendo rcmitir!le la causa al 
subrogante legal a fin de que la juzgue nuevamente conforme los lineamientos trazados y media me la 
detenninación de una tasa de interés que resguarde los dcretho constitucionales comprometido, en la especie. 

Así voto. 

A la tercera cuc~Lión. el eñor Ylini tro doctor Gutiérre, dijv: 

Atento el resultado obrenido a: tratar la cucsti:1r. antel"ior, corresponde dcclan.1r improcedente el recurso de 
inconslitucionalidad interpuesto. En cuanto alas costas, com,iderando las particulandades de la causa, deben 
ser impuestas por su orden. 

Así voto. 

A la misma cuestión, los señores Ministros doctores Spuler falistocco. Netri. la señora Ylinisua doctora 
Gastaldi y el scilor Presidente doctor Erbetta diJcron que la ~esolución que se debía adoptar era la propuesta 
por el eñor Ministro doctor Gutiérrcz y así votaron. 

En mérito a los fundamentos del acuerdo que antecede, la C'ortc Suprema de Justicia de la Pro\ incia 
RESOLVIÓ: 

Declarar improcedente el recurso de incon titucionalidad. 

Cos1as por su orden. 

Registrarlo y hacerlos saber. 

Con lo que concluyó el acto, firmando el señor Presidente~ los señores Ministros por ante mí. doy fe. 
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